
DE LEY REGLAMENTARIA DE LOS ARTICULOS 25, PÁRRAFOS PRIMERO Y SEGUNDO, 26, 
PÁRRAFO QUINTO, 31, FRACCIÓN IV, 73, FRACCIONES VIII, XI Y XXIV, 74, FRACCIÓN IV, 75; 
126, 127 Y 134 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN 
MATERIAS DE INGRESOS FEDERALES, PRESUPUESTACIÓN Y EJERCICIO DEL GASTO 
PÚBLICO, CONTABILIDAD GUBERNAMENTAL Y RESPONSABILIDADES HACENDARIAS; Y 
DE REFORMA Y ADICIÓN DE DIVERSAS DISPOSICIONES DEL REGLAMENTO PARA EL 
GOBIERNO INTERIOR DEL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 

 

El suscrito, diputado Ángel Augusto Buendía Tirado, con fundamento en los artículos 71, fracción II, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 55, fracción II, del Reglamento para el Gobierno 
Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, por su digno conducto, somete a la 
consideración del Pleno la presente iniciativa de Ley Reglamentaria de los artículos 25, párrafos primero y 
segundo; 26, párrafo quinto; 31, fracción IV; 73, fracciones VIII, XI y XXIV; 74, fracción IV; 75; 126; 127 y 
134 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de ingresos federales, 
presupuestación y ejercicio del gasto público, contabilidad gubernamental y responsabilidades hacendarias, y 
decreto por el que se reforman los artículos 80 y 81 y se adiciona un apartado denominado "De los Decretos de 
Presupuesto de Egresos de la Federación y de Revisión de la Cuenta Pública", con el artículo 170 Bis al 
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, al tenor de la 
siguiente  

Exposición de Motivos  

Existen abundantes razones para expedir una Ley que reglamente, en lo concerniente, los artículos 25, 26, 31, 
73 74, 75, 126, 127 y 134 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en materias de ingresos 
federales, presupuestación y ejercicio del gasto público, contabilidad gubernamental y responsabilidades 
hacendarias.  

La actualmente vigente Ley de Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público Federal, fue publicada en el Diario 
Oficial de la Federación el 31 de diciembre de 1976; de esa fecha hasta la presente, la complejidad de los 
procesos en las materias antes señaladas se ha incrementado, habiendo ocurrido incluso relevantes reformas 
constitucionales, que condicionan limitaciones estructurales, para el pleno ejercicio de los procesos 
presupuestarios, lo que ha derivado indudablemente en obsolescencia y falta de comprensión de los 
instrumentos jurídicos actualmente existentes al respecto de los procesos que implican las materias señaladas.  

Prueba de lo anterior es que si se revisan los respectivos Decretos de Presupuesto de los años comprendidos en 
el intervalo temporal antes señalado, se encontrará una configuración progresiva cada vez más compleja en lo 
que respecta a la normatividad contenida en ellos, mediante la cual esta Cámara de Diputados ha intentado 
paliar la insuficiencia de las leyes que regulan el proceso presupuestario.  

Paralelamente a lo anterior, es posible identificar una cada vez más amplia cantidad de reglamentaciones y 
regulaciones emitidas al interior del Ejecutivo Federal que asimismo apuntan en el sentido de orientar la 
Presupuestación, el Ejercicio del Gasto Público, y las restantes materias aludidas.  

Otro importante aspecto a considerar, es que el conjunto de materias que concurren a la presupuestación y 
ejercicio del gasto público, se encuentran dispersas en leyes y ordenamientos de diversa jerarquía jurídica y que 
derivan de los artículos constitucionales con incidencia directa en el Presupuesto de Egresos de la Federación; 
debiéndose notar que tampoco existe una ley que reglamente la fracción IV del artículo 74 constitucional, lo 
que deriva en deficiencias vinculatorias respecto de la norma resultante al emitirse el Decreto de Presupuesto de 
Egresos de la Federación de cada año.  

Un elemento más que concurre, es el relativo a la reciente reforma constitucional al artículo 74 en su fracción 
IV, que fue publicado en el Diario Oficial de la Federación el 30 de julio de 2004 y que ha originado una 
importante confusión sobre las facultades de que efectivamente dispone la Cámara de Diputados para realizar el 



proceso señalado en dicho artículo, cuando examina, discute y en su caso, modifica, el Proyecto de Presupuesto 
de Egresos de la Federación enviado por el Ejecutivo.  

En una comprensión global de lo que señala dicho artículo constitucional en la fracción referida, debe 
entenderse que alcanza tanto lo relativo a los Ingresos de la Federación, ordinarios y extraordinarios, la 
conformación final del presupuesto, los contenidos obligados por la Constitución y las leyes en dicho 
presupuesto, e incluso la emisión de disposiciones complementarias al mismo, para cubrir obligaciones a cargo 
del Estado mexicano.  

Por lo anterior se hace necesaria y urgente la emisión de la presente ley, lo que se pretende con esta Iniciativa. 
Como podrá observarse del conjunto de contenidos que comprende, queda en ella incluido lo relativo a diversas 
disposiciones generales y definiciones precisas sobre los conceptos presupuestales; asimismo, lo relativo a los 
ingresos de la Federación, tanto ordinarios como extraordinarios; la configuración de la Iniciativa de la Ley de 
Ingresos; la configuración del proyecto y del Presupuesto de Egresos de la Federación, y la formulación del 
mismo, los equilibrios financieros que deben ser observados y los procesos de descentralización y asignación de 
recursos a las entidades federativas.  

Esta ley habrá de regular también, el ejercicio del Gasto Público Federal, la administración de los recursos, las 
adecuaciones presupuestarias y los mecanismos para atender tanto a la eventual disminución de los recursos 
esperados en la Ley de Ingresos, como las medidas de disciplina presupuestaria y austeridad que en marco de la 
racionalidad deben ser aplicadas, para la menor afectación del alcance de los objetivos y metas presupuestales 
aprobadas.  

No puede dejar de observar la presente Iniciativa lo relativo a la enajenación de bienes del patrimonio 
inmobiliario, federal y paraestatal, las condicionantes para el otorgamiento de los subsidios, transferencias y 
donativos, lo relativo a la contabilidad gubernamental, la información financiera gubernamental, la 
transparencia y evaluación y el ejercicio del gasto público, así como las sanciones e indemnizaciones que 
derivan del acto presupuestario.  

En este contexto no puede ser ajeno a esta Iniciativa lo relativo a la Cuenta Pública, su conformación y el 
dictamen derivado del ejercicio de la facultad constitucional de esta Cámara de Diputados, de revisar la Cuenta 
Pública del año anterior presentada por el Ejecutivo para su revisión, lo que incluye su fiscalización.  

Algunas Iniciativas que han sido presentadas para atender este proceso presupuestal referido, incluyen una muy 
necesaria atención a lo correspondiente a la forma y procedimientos mediante los cuales la Cámara de 
Diputados deberá dar trámite a la Iniciativa de Presupuesto que remite el Ejecutivo. Frente a la anterior 
necesidad manifiesta, la posición que motiva la presente Iniciativa es la de considerar que el mandamiento 
constitucional al respecto del hacer legislativo, es que solamente el Congreso de la Unión a su seno, sin 
intervención de otro poder, puede dotarse de la normatividad para atender los asuntos de su competencia; en la 
especie, conllevaría una importante violación del espíritu constitucional, el que una ley que por su naturaleza 
puede ser observada por el Ejecutivo Federal en los términos de lo señalado por el artículo 72 constitucional, 
pueda regir lo concerniente a dicho régimen interno.  

Por ello, no se entenderían completos los fines de esta Iniciativa, si en ella no se contemplara lo relativo a la 
regulación de las normas internas de la Cámara de Diputados, atinentes al ejercicio de sus facultades 
constitucionales vinculadas con la expedición de los Decretos de Presupuesto de Egresos de la Federación y de 
la Revisión de la Cuenta Pública,  

En consecuencia, en esta iniciativa se comprende un decreto de reformas y adiciones al Reglamento para el 
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, para regular los principios, 
condiciones, procesos y plazos en los cuales el proyecto de Presupuesto de Egresos de la Federación, remitido 
por el Ejecutivo federal, habrá de ser examinado, discutido y en su caso modificado por esta soberanía.  

Por lo anterior se somete a la consideración del pleno la siguiente iniciativa de  



De Ley Reglamentaria de los artículos 25, párrafos primero y segundo, 26, párrafo quinto, 31, fracción IV, 73, 
fracciones VIII, XI y XXIV, 74, fracción IV, 75, 126, 127 y 134 de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, en materias de ingresos federales, presupuestación y ejercicio del gasto público, 
contabilidad gubernamental y responsabilidades hacendarias; y se reforman y adicionan diversas disposiciones 
del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del 
diputado Ángel Augusto Buendía Tirado, del grupo parlamentario del PRI  

Artículo Primero. Se expide la Ley Reglamentaria de los Artículos 25, párrafos primero y segundo; 26, 
párrafo quinto; 31, fracción IV; 73, fracciones VIII, XI y XXIV; 74, fracción IV; 75; 126; 127 y 134 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en Materias de Ingresos Federales, Presupuestación y 
Ejercicio del Gasto Público, Contabilidad Gubernamental y Responsabilidades Hacendarias.  

Título Primero  
Disposiciones Generales  

Capítulo Único  
Disposiciones Generales  

Artículo 1. La presente Ley es de orden público, reglamentaria de los Artículos 25, párrafos primero y 
segundo; 26, párrafo quinto; 31, fracción IV; 73, fracciones VIII, XI y XXIV; 74, fracción IV; 75; 126; 127 y 
134 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materias de ingresos federales, 
presupuestación y ejercicio del gasto público, contabilidad gubernamental y responsabilidades hacendarias.  

Artículo 2. Para todos los efectos presupuestales, se entenderá por:  

I. Actividad Institucional: las acciones sustantivas y de apoyo que realizan los ejecutores de gasto en el 
marco de sus atribuciones y funciones, con el fin de dar cumplimiento a los objetivos y metas 
contenidos en los programas a su cargo;  

II. Adecuaciones presupuestarias: las modificaciones a los calendarios de presupuesto y las 
ampliaciones y reducciones al Presupuesto o a los flujos de efectivo correspondientes;  

III. Balance primario: la diferencia entre los ingresos y el gasto neto totales, excluyendo de este último 
el costo financiero de la deuda pública del Gobierno Federal y de las entidades;  

IV. Balance financiero: la diferencia entre los ingresos y el gasto neto totales, incluyendo el costo 
financiero de la deuda pública del Gobierno Federal y de las entidades;  

V. Catálogo de Cuentas: La relación ordenada de las cuentas contables y presupuestales, mediante la 
cual se clasifican el activo, pasivo y patrimonio o capital de cualquier órgano público, así como sus 
ingresos, costos y gastos, incluyendo un grupo de cuentas denominadas de orden o memorando, para 
registrar principalmente, el control del presupuesto autorizado, comprometido, pagado y por ejercer. El 
catálogo corresponde al denominado "clasificador por objeto del gasto".  

VI. Contabilidad gubernamental: la técnica contable que se utiliza para registrar las transacciones que 
llevan a cabo los órganos públicos, captando los diversos eventos económicos identificables y 
cuantificables que afectan los bienes e inversiones, las obligaciones y pasivos, así como el propio 
patrimonio, con el fin de producir información financiera y presupuestal que facilite a los usuarios de la 
misma toma de decisiones y un apoyo confiable en la administración de los recursos públicos;  

VII. Cuenta Pública: la Cuenta de la Hacienda Pública Federal.  

VIII. Decreto: el Decreto;  



IX. Déficit presupuestario: la diferencia entre los montos previstos en la Ley de Ingresos y el 
Presupuesto y entre los ingresos y los gastos en los presupuestos de los ejecutores de gasto, que se cubre 
con financiamiento;  

X. Dependencias: Las Secretarías de Estado, incluyendo a sus respectivos órganos administrativos 
desconcentrados y a la Consejería Jurídica del Ejecutivo Federal.  

Para efectos de esta ley, se consideran dependencias a la Presidencia de la República, la Procuraduría 
General de la República y los tribunales administrativos, que se sujetarán a las disposiciones aplicables 
a las dependencias, en lo que no se contraponga a sus leyes específicas.  

Las atribuciones en materia presupuestal de los servidores públicos de las Secretarías de Estado, se 
entenderán conferidas a los servidores públicos equivalentes de la Presidencia de la República, la 
Procuraduría General de la República y los tribunales administrativos.  

XI. Dependencias coordinadoras de sector: las dependencias que designe el Ejecutivo Federal en los 
términos de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal, para orientar y coordinar la 
planeación, programación, presupuestación, ejercicio, control y evaluación del gasto público de las 
entidades que queden ubicadas en el sector bajo su coordinación;  

XII. Ejecutores de gasto: los Poderes Legislativo y Judicial, los entes públicos federales, así como las 
dependencias y entidades, que realizan las erogaciones con cargo al Presupuesto;  

XIII. Entes públicos federales: las personas de derecho público de carácter federal con autonomía en el 
ejercicio de sus funciones y en su administración, creadas con ese carácter por la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos;  

XIV. Entidades: los organismos descentralizados, las empresas de participación estatal mayoritaria, 
incluyendo a las sociedades nacionales de crédito, instituciones nacionales de seguros, instituciones 
nacionales de fianzas y las organizaciones auxiliares nacionales de crédito, así como a los fideicomisos 
públicos en los que el fideicomitente sea la Secretaría de Hacienda y Crédito Público o alguna entidad 
de las señaladas en esta fracción, que de conformidad con las disposiciones aplicables sean considerados 
entidades paraestatales.  

XV. Entidades coordinadas: las entidades que el Ejecutivo Federal agrupe en los sectores coordinados 
por las dependencias, en los términos de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal;  

XVI. Entidades no coordinadas: las entidades que no se encuentren agrupadas en los sectores 
coordinados por las dependencias;  

XVII. Entidades federativas: los Estados de la Federación y el Distrito Federal;  

XVIII. Estructura programática: el conjunto de categorías y elementos programáticos ordenados en 
forma coherente, el cual define las acciones que efectúan los ejecutores de gasto para alcanzar sus 
objetivos y metas de acuerdo con las políticas definidas en los términos de las disposiciones aplicables, 
así como para delimitar la aplicación del gasto y conocer el rendimiento esperado de la utilización de los 
recursos públicos;  

XIX. Estructura de plazas: las plazas registradas en el inventario de plazas o plantilla autorizado por la 
Secretaría en los términos de las disposiciones aplicables;  

XX. Estructura organizacional: la relación jerarquizada de puestos dentro de cada dependencia y 
entidad, autorizada por la Secretaría de la Función Pública en los términos de las disposiciones 
aplicables;  

XXI. Función Pública: la Secretaría de la Función Pública;  



XXII. Gasto de la deuda: Comprende la totalidad de las erogaciones correspondientes al pago de los 
empréstitos, el servicio de la deuda, las comisiones y otros gastos relacionados con la propia deuda, 
tales como el diferimiento de pagos que consigna la Ley de Ingresos;  

XXIII. Gasto neto total: la totalidad de las erogaciones aprobadas en el Decreto con cargo a los ingresos 
previstos en la Ley de Ingresos de la Federación, las cuales no incluyen los gastos de la deuda pública ni 
las operaciones que darían lugar a la duplicidad en el registro del gasto;  

XXIV. Gasto total: la totalidad de las erogaciones aprobadas en el Decreto con cargo a los ingresos 
previstos en la Ley de Ingresos de la Federación y, adicionalmente, los gastos de la deuda pública;  

XXV. Gasto programable: El conjunto de erogaciones destinadas al cumplimiento de las atribuciones de 
las instituciones, dependencias y entidades, entre las cuales se considera a los Poderes de las Unión, los 
entes públicos federales, en programas específicos para su mejor control y evaluación. Incluye también 
el gasto descentralizado a los Estados y Municipios para el cumplimiento de programas prioritarios en 
materia de educación, salud e infraestructura a través del Ramo 33 Aportaciones Federales para 
Entidades Federativas y Municipios, así como los recursos de los ramos 19, 23, 25, 30 y 39;  

XXVI. Gasto no programable: Las erogaciones que por su naturaleza no es factible identificar con un 
programa específico, tales como los gastos de la deuda, las participaciones y estímulos fiscales y los 
recursos destinados para las operaciones y programas de saneamiento financiero y de apoyos a 
ahorradores y deudores de la banca;  

XXVII. Gasto corriente: La erogación que realiza el sector público y que no tiene como contrapartida la 
creación de un activo, sino que constituye un acto de consumo; esto es, los gastos que se destinan a la 
contratación de los recursos humanos y a la compra de los bienes y servicios necesarios para el 
desarrollo propio de las funciones administrativas;  

XXVIII. Gasto de capital: es el total de las asignaciones destinadas a la creación de bienes de capital y 
conservación de los ya existentes, a la adquisición de bienes inmuebles y valores por parte del Gobierno 
Federal, así como los recursos transferidos a otros sectores para los mismos fines que contribuyen a 
acrecentar y preservar los activos físicos patrimoniales o financieros de la Nación. Comprende también 
las erogaciones destinadas a cubrir la amortización de la deuda derivada de la contratación de crédito o 
financiamiento al Gobierno Federal por instituciones nacionales o extranjeras;  

XXIX. Gasto público federal: El conjunto de erogaciones que por concepto de gasto corriente, inversión 
física, inversión financiera, así como pago de pasivos y deuda pública, realizan el Poder Legislativo; el 
Poder Judicial; la Presidencia de la República; las Secretarías de Estado y los Departamentos 
Administrativos; la Procuraduría General de la República; entes públicos federales; los organismos 
descentralizados; las empresas de control presupuestario directo e indirecto; y los fondos y fideicomisos 
en los que el fideicomitente sea el Gobierno Federal.  

XXX. Información financiera: La información cuantitativa expresada en unidades monetarias, de las 
transacciones monetarias, de las transacciones que realiza un ente económico y de ciertos eventos 
económicos identificables y cuantificables que lo afectan, integrada en un conjunto de estados y notas 
que expresan su situación financiera, con el objeto de facilitar la toma de decisiones;  

XXXI. Informes trimestrales: los Informes sobre la situación económica, las finanzas públicas y la 
deuda pública, que el Ejecutivo Federal entrega trimestralmente al Congreso de la Unión y cuyo 
contenido se encuentra regulado en esta ley y en el Decreto;  

XXXII. Ingresos adicionales: los recursos que se obtengan durante el ejercicio fiscal en exceso de los 
ingresos aprobados en la Ley de Ingresos de la Federación o, en su caso, respecto de los ingresos 
propios de las entidades;  



XXXIII. Ingresos propios: los recursos que por cualquier concepto obtengan las entidades, distintos a 
los recursos por concepto de subsidios y transferencias, conforme a lo dispuesto en el Artículo 52 de la 
Ley Federal de las Entidades Paraestatales;  

XXXIV. Ley de Ingresos: la Ley de Ingresos de la Federación para el ejercicio fiscal correspondiente;  

XXXV. Partida: son las erogaciones que expresamente autoriza la Cámara de Diputados para destinarse 
a un fin específico, sea programa, proyecto, ramo, dependencia, entidad, unidad responsable, capítulo, 
concepto o cuenta de gasto en el Decreto, las cuales deberán ejercerse durante el ejercicio fiscal en los 
términos de esta Ley y demás disposiciones aplicables;  

XXXVI. Pasivo: Las obligaciones pendientes de cubrir como consecuencia de transacciones efectuadas, 
de responsabilidad objetiva y de cualquier otra fuente de obligaciones que implique un deber 
cuantificable económicamente;  

XXXVII. Patrimonio: La diferencia entre activo y pasivo que representa los recursos netos con que 
cuenta un órgano público para llevar a cabo sus objetivos.  

XXXVIII. Proyecto: el proyecto de Presupuesto que el Ejecutivo federal envía a la Cámara de 
Diputados;  

XXXIX. Presupuesto: el Decreto para el ejercicio fiscal correspondiente, incluyendo sus anexos y 
tomos;  

XL. Presupuesto regularizable de servicios personales: a las erogaciones que con cargo al Presupuesto 
implican un gasto permanente en subsecuentes ejercicios fiscales en materia de servicios personales, por 
concepto de percepciones ordinarias aprobadas en el ejercicio;  

XLI. Percepciones extraordinarias: los estímulos, reconocimientos, recompensas, incentivos, y pagos 
equivalentes a los mismos, que se otorgan de manera excepcional a los servidores públicos, 
condicionados al cumplimiento de compromisos de resultados sujetos a evaluación; así como el pago de 
horas de trabajo extraordinarias y demás asignaciones de carácter excepcional autorizadas en los 
términos de la legislación laboral y de esta Ley;  

XLII. Percepciones ordinarias: los pagos, incluyendo exclusivamente las prestaciones que estén 
contempladas en las condiciones generales de trabajo respectivas, o en una ley, que se cubren a los 
servidores públicos de manera regular como contraprestación por el desempeño de sus labores en las 
dependencias y entidades, el Poder Legislativo y Judicial y entes públicos federales.  

En el proyecto de Presupuesto deberán preverse las erogaciones correspondientes al gasto en servicios 
personales, el cual comprenderá solamente las remuneraciones de los servidores públicos así como las 
erogaciones a cargo de los ejecutores de gasto por concepto de obligaciones de carácter fiscal y de 
seguridad social inherentes a dichas remuneraciones. No podrán hacerse erogaciones para el pago de 
cualquier tipo de prestación que no se encuentre contemplada en las condiciones generales de trabajo o 
en alguna ley.  

XLIII. Ramo: la previsión de gasto con el mayor nivel de agregación en el Decreto;  

XLIV. Ramos autónomos: los ramos por medio de los cuales se asignan recursos en el Decreto a los 
Poderes Legislativo y Judicial, y a los Entes Públicos Federales;  

XLV. Ramos administrativos: los ramos por medio de los cuales se asignan recursos en el Decreto a las 
dependencias y en su caso entidades;  



XLVI. Ramos generales: los ramos cuya asignación de recursos se prevé en el Decreto derivada de 
disposiciones legales o por disposición expresa de la Cámara de Diputados en el propio Decreto, que no 
corresponden al gasto directo de las dependencias, aunque su ejercicio esté a cargo de éstas;  

XLVII. Recursos Públicos Federales: Los medios económicos, bienes o derechos que utilizan los 
órganos públicos para prestar los servicios públicos a su cargo, tienen ese carácter todos aquellos que se 
incluyan en las leyes de ingresos de la Federación y en los presupuestos de egresos de la Federación, así 
como en cualquier otra ley o disposición que les atribuya tal carácter, aunque su uso o utilización sea a 
cargo de entes u órganos no públicos;  

XLVIII. Requerimientos financieros del sector público: el monto necesario de financiamiento para 
alcanzar los objetivos de las políticas públicas del Gobierno Federal y las entidades paraestatales;  

XLIX. Secretaría: la Secretaría de Hacienda y Crédito Público;  

L. Subejercicio de gasto: las disponibilidades presupuestarias que resultan, con base en el calendario de 
presupuesto, sin cumplir las metas contenidas en los programas o sin contar con el compromiso formal 
de su ejecución, las cuales solamente podrán registrarse como reintegros al Presupuesto;  

LI. Subsidios: las asignaciones de recursos federales previstas en el Presupuesto que, a través de las 
dependencias y entidades, se otorgan a los diferentes sectores de la sociedad o a las entidades 
federativas para fomentar el desarrollo de actividades prioritarias de interés general como son, entre 
otras, proporcionar a los usuarios o consumidores los bienes y servicios a precios y tarifas por debajo de 
los de mercado. Asimismo, a los recursos federales que el Gobierno Federal otorga a los gobiernos de 
las entidades federativas y de los municipios, como apoyos económicos sean de carácter recuperable o 
no;  

LII. Transferencias: las asignaciones de recursos federales previstas en los presupuestos de las 
dependencias, destinadas a las entidades bajo su coordinación sectorial o a los órganos administrativos 
desconcentrados, para sufragar los gastos de operación y de capital, incluyendo el déficit de operación y 
los gastos de administración asociados al otorgamiento de subsidios, así como las asignaciones para el 
apoyo de programas de las entidades vinculados con operaciones de inversión financiera o para el pago 
de intereses, comisiones y gastos, derivados de créditos contratados en moneda nacional o extranjera, y  

LIII. Unidades administrativas: los órganos o unidades de administración de los ejecutores de gasto, 
establecidos en los términos de sus respectivas leyes orgánicas; 

Artículo 3. Los sujetos obligados a cumplir las disposiciones de esta Ley son: el Poder Legislativo Federal, el 
Poder Judicial de la Federación, el Poder Ejecutivo Federal, sus Dependencias, Órganos Desconcentrados y 
Entidades Paraestatales y los Entes Públicos Federales, los cuales deberán observar que la administración de los 
recursos públicos federales se realice con base en criterios de legalidad, honestidad, eficiencia, eficacia, 
economía, racionalidad, austeridad, transparencia, control y rendición de cuentas.  

Artículo 4. La interpretación de esta Ley y de las normas que se contengan en el Decreto, se concede sólo para 
su ejecución, a la Secretaría, y tendrá como límite las propias disposiciones de estos ordenamientos.  

En ningún caso, la interpretación que se haga podrá contravenir el texto expreso de las normas referidas ni las 
finalidades de las mismas.  

Artículo 5. Las dependencias y entidades deberán observar las disposiciones que emitan la Secretaría y la 
Función Pública, en el ámbito de sus respectivas atribuciones, para la aplicación de lo dispuesto en esta Ley y 
en el Decreto. En el caso de los Poderes Legislativo y Judicial y de los Entes Públicos Federales, sus 
respectivas unidades de administración podrán establecer las disposiciones correspondientes.  

Las disposiciones a que se refiere el párrafo anterior deberán publicarse en el Diario Oficial de la Federación.  



Artículo 6. El gasto público federal comprende las erogaciones por concepto de gasto corriente, gasto de 
capital, así como los pagos de pasivo o deuda pública, y por concepto de responsabilidad patrimonial, que 
realizan los siguientes ejecutores de gasto:  

I. El Poder Legislativo;  

II. El Poder Judicial;  

III. El Poder Ejecutivo Federal, integrado por:  

a) La Presidencia de la República;  

b) Las Secretarías de Estado y de Departamentos Administrativos, la Procuraduría General de la 
República, los Tribunales Administrativos y los Tribunales Agrarios;  

c) Los Organismos Descentralizados;  

d) Las empresas de participación estatal mayoritaria;  

e) Los fideicomisos en los que el fideicomitente sea el gobierno federal o alguna de las entidades 
mencionadas en los incisos c) y d) anteriores, y  

IV. Los Entes Públicos Federales. 

La Presidencia de la República, la Procuraduría General de la República, los Tribunales Administrativos y los 
Tribunales Agrarios, se sujetará a las mismas disposiciones que rigen a las dependencias.  

Los ejecutores de gasto contarán con una unidad responsable de planear, programar, presupuestar, controlar y 
evaluar sus actividades respecto al gasto público.  

Artículo 7. La autonomía presupuestaria otorgada a los ejecutores de gasto a través de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos o, en su caso, de disposición expresa en las leyes de su creación, comprende:  

I. En el caso de los Poderes Legislativo y Judicial y los entes públicos federales, conforme a las 
respectivas disposiciones constitucionales, las siguientes atribuciones:  

a) Aprobar sus anteproyectos de presupuesto y enviarlos a la Secretaría para su integración al proyecto 
de Presupuesto, observando los criterios generales de política económica;  

b) Ejercer sus presupuestos observando lo dispuesto en esta Ley, sin sujetarse a las disposiciones 
generales emitidas por la Secretaría y la Función Pública;  

c) Autorizar las adecuaciones a sus presupuestos sin requerir la autorización de la Secretaría, 
observando las disposiciones de esta Ley y las demás aplicables;  

d) Realizar sus pagos a través de sus respectivas tesorerías o sus equivalentes;  

e) Determinar los ajustes que correspondan en sus presupuestos en caso de disminución de ingresos, 
observando en lo conducente lo dispuesto en esta ley;  

f) Llevar la contabilidad y elaborar sus informes conforme a lo previsto en esta Ley, así como enviarlos 
a la Secretaría para su integración a los informes trimestrales y a la Cuenta Pública;  

II. En el caso de las entidades, conforme a las respectivas disposiciones contenidas en las leyes de su 
creación:  



a) Aprobar sus anteproyectos de presupuesto y enviarlos a la Secretaría para su integración al proyecto, 
observando los criterios generales de política económica y los techos globales de gasto establecidos por 
el Ejecutivo Federal;  

b) Autorizar las adecuaciones a sus presupuestos sin requerir la autorización de la Secretaría, siempre y 
cuando no rebasen el techo global de su flujo de efectivo aprobado en el Presupuesto;  

c) Ejercer las atribuciones a que se refieren los incisos d), e) y f) de la fracción anterior, y  

III. En el caso de los órganos administrativos desconcentrados con autonomía presupuestaria por 
disposición de ley, las siguientes atribuciones:  

a) Aprobar sus anteproyectos de presupuesto y enviarlos a la Secretaría, por conducto de la dependencia 
a la que se encuentren adscritos, para su integración al proyecto de Presupuesto, observando los criterios 
generales de política económica y los techos globales de gasto establecidos por el Ejecutivo Federal;  

b) Ejercer las erogaciones que les correspondan conforme a lo aprobado en el Presupuesto y a lo 
dispuesto en esta Ley;  

c) Ejercer las atribuciones a que se refieren los incisos e) y f) de la fracción I del presente Artículo. 

Los ejecutores de gasto público que cuenten con autonomía presupuestaria deberán sujetarse a lo previsto en 
esta Ley y a las disposiciones específicas contenidas en las leyes de su creación.  

Artículo 8. El Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaría, estará a cargo de la programación y 
presupuestación del gasto público federal correspondiente a las dependencias y entidades. El control y la 
evaluación de dicho gasto corresponderán a la Secretaría y a la Función Pública, en el ámbito de sus respectivas 
atribuciones. Asimismo, la Función Pública inspeccionará y vigilará el cumplimiento de las disposiciones de 
esta Ley y de las que de ella emanen, respecto de dicho gasto.  

Los Poderes Legislativo y Judicial y los entes públicos federales autónomos, por conducto de sus respectivas 
unidades de administración, deberán coordinarse con la Secretaría para efectos de la programación y 
presupuestación en los términos previstos por esta Ley, en lo que no se oponga a sus respectivas normas de 
gobierno interior. El control y la evaluación de dicho gasto corresponderán a los órganos competentes en los 
términos previstos en sus respectivas leyes orgánicas.  

Las dependencias coordinadoras de sector orientarán y coordinarán la planeación, programación, 
presupuestación, ejercicio, control y evaluación del gasto público de las entidades ubicadas bajo su 
coordinación.  

En el caso de las entidades no coordinadas, corresponderá a la Secretaría orientar y coordinar las actividades a 
que se refiere este Artículo.  

Artículo 9. El Ejecutivo Federal autorizará, por conducto de la Secretaría, la participación estatal en las 
empresas, sociedades y asociaciones civiles o mercantiles, ya sea en su creación, para aumentar su capital o 
patrimonio, adquiriendo todo o parte de éstos.  

Artículo 10. Son fideicomisos públicos los que constituyen el Gobierno Federal, por conducto de la Secretaría 
en su carácter de fideicomitente única de la administración pública centralizada, o las entidades, con el 
propósito de auxiliar al Ejecutivo Federal en las atribuciones del Estado para impulsar las áreas prioritarias del 
desarrollo. Asimismo, son fideicomisos públicos aquellos que constituyan los Poderes Legislativo y Judicial y 
los entes públicos federales.  

Los fideicomisos públicos considerados entidades en términos de lo dispuesto por la Ley Orgánica de la 
Administración Pública Federal y la Ley Federal de las Entidades Paraestatales podrán constituirse o 
incrementar su patrimonio con autorización del Ejecutivo Federal, emitida por conducto de la Secretaría, la que 



en su caso, propondrá al titular del Ejecutivo Federal la modificación o extinción de los mismos cuando así 
convenga al interés público.  

Los fideicomisos públicos no considerados entidades podrán constituirse con la autorización de la Secretaría en 
los términos del Reglamento. Quedan exceptuados de esta autorización aquellos fideicomisos que constituyan 
las entidades.  

Los fideicomisos públicos que tengan como objeto principal financiar programas y proyectos de inversión 
deberán sujetarse a las disposiciones generales en la materia.  

Artículo 11. Las dependencias y entidades podrán otorgar subsidios o donativos, los cuales mantienen su 
naturaleza jurídica de recursos públicos federales para efectos de su fiscalización, a los fideicomisos que 
constituyan las entidades federativas o los particulares, siempre y cuando cumplan con lo que a continuación se 
señala y lo dispuesto en el Reglamento:  

I. Los subsidios o donativos deberán otorgarse en los términos de esta Ley;  

II. Los recursos se identificarán específicamente en una subcuenta;  

III. Se remitirán a la Secretaría los estados financieros actualizados al cierre del ejercicio fiscal 
correspondiente;  

IV. En el caso de fideicomisos constituidos por particulares, la suma de los recursos públicos federales 
otorgados no podrá representar en ningún momento más del 50 por ciento del patrimonio total de los 
mismos, y  

V. Tratándose de fideicomisos constituidos por las entidades federativas, se requerirá la autorización de 
la Secretaría para otorgar recursos federales que representen más del 50 por ciento del patrimonio total 
de los mismos. 

Artículo 12. Los fideicomisos deberán registrarse ante la Secretaría para efectos de su seguimiento. Asimismo, 
deberán registrarse las subcuentas a que se refiere esta Ley.  

Los informes trimestrales incluirán un reporte sobre el ejercicio de recursos públicos a través de fideicomisos.  

La Secretaría podrá suspender las aportaciones de los fideicomisos que no se consideren entidades paraestatales 
en los que ésta sea fideicomitente, cuando no se cumpla con las autorizaciones y registro correspondientes.  

Al extinguir los fideicomisos, las dependencias y entidades deberán enterar los recursos públicos federales 
remanentes a la Tesorería de la Federación o, en su caso, a la tesorería de la entidad, salvo que se haya acordado 
un destino diferente en el contrato respectivo.  

Artículo 13. Los Poderes Legislativo y Judicial, así como los entes públicos federales deberán publicar en el 
Diario Oficial de la Federación, los saldos, incluyendo los productos financieros, de los fideicomisos en los que 
participen, en los términos de las disposiciones generales aplicables. Asimismo, deberán reportar a la Auditoría 
el ejercicio de los recursos públicos aportados a dichos fideicomisos para efectos de la revisión de la Cuenta 
Pública.  

Al extinguir los fideicomisos que se constituyan en los términos de este Artículo, los recursos públicos 
remanentes deberán enterarse a las respectivas tesorerías o sus equivalentes, salvo que se haya acordado un 
destino diferente en el contrato respectivo.  

Artículo 14. Los créditos para financiar programas de las dependencias y entidades, se contratarán por 
conducto de la Secretaría o con su autorización, respectivamente.  



En todo caso, la contratación deberá ser previamente aprobada por la Secretaría, dicha aprobación será fundada 
y expresa, y constará por escrito.  

Sólo podrán financiarse en los términos de este Artículo, los programas que así se determinen en el Decreto.  

Título Segundo  
De los Ingresos de la Federación  

Capítulo Único  
De los Ingresos de la Federación  

Artículo 15. El proyecto de Ley de Ingresos contendrá:  

I. La exposición de motivos en la que se señale:  

a) La política de ingresos del Ejecutivo Federal;  

b) Los montos de ingresos en los últimos tres ejercicios fiscales;  

c) La estimación de los ingresos para el año que se presupuesta y los siguientes tres ejercicios fiscales;  

d) La explicación para el año que se presupuesta sobre los gastos fiscales, incluyendo los estímulos, así 
como los remanentes de Banco de México;  

e) La propuesta de endeudamiento neto para el año que se presupuesta y las estimaciones para los 
siguientes tres ejercicios fiscales;  

f) La evaluación de la política de deuda pública de los ejercicios fiscales anterior y en curso;  

g) La estimación de las amortizaciones para el año que se presupuesta y los siguientes tres ejercicios 
fiscales;  

h) La estimación de la deuda contingente para el año que se presupuesta y los siguientes tres ejercicios 
fiscales, y  

i) La estimación del monto de la Recaudación Federal Participable que será utilizada para el cálculo de 
los fondos que comprende el ramo correspondiente a las aportaciones federales, así como para los 
Fondos General de Participaciones y de Fomento Municipal para la integración del ramo 
correspondiente a las participaciones federales, en los términos de la Ley de Coordinación Fiscal;  

II. El proyecto de Decreto de Ley de Ingresos, el cual incluirá:  

a) La estimación de ingresos del Gobierno Federal, de las entidades de control directo, así como los 
ingresos provenientes de financiamiento;  

b) Las propuestas de endeudamiento neto del Gobierno Federal, de las entidades y del Distrito Federal, 
así como la intermediación financiera, en los términos de los Artículos 73 y 122 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, y  

c) En su caso, disposiciones generales, regímenes específicos y estímulos en materia fiscal, aplicables 
en el ejercicio fiscal en cuestión. 

Artículo 16. Las personas físicas y las morales, están obligadas a contribuir para los gastos públicos conforme 
a las leyes fiscales respectivas. Sólo mediante ley podrá destinarse una contribución a un gasto público 
específico.  



Artículo 17. Las contribuciones se clasifican en impuestos, aportaciones de seguridad social, contribuciones de 
mejoras y derechos, las que se definen de la siguiente manera:  

I. Impuestos son las contribuciones establecidas en ley que deben pagar las personas físicas y morales 
que se encuentran en la situación jurídica o de hecho prevista por la misma y que sean distintas de las 
señaladas en las fracciones II, III y IV de este Artículo.  

II. Aportaciones de seguridad social son las contribuciones establecidas en ley a cargo de personas que 
son sustituidas por el estado en el cumplimiento de obligaciones fijadas por la ley en materia de 
seguridad social o a las personas que se beneficien en forma especial por servicios de seguridad social 
proporcionados por el mismo estado.  

III. Contribuciones de mejoras son las establecidas en ley a cargo de las personas físicas y morales que 
se beneficien de manera directa por obras públicas.  

IV. Derechos son las contribuciones establecidas en ley por el uso o aprovechamiento de los bienes del 
dominio público de la nación, así como por recibir servicios que presta el estado en sus funciones de 
derecho público, excepto cuando se presten por organismos descentralizados u órganos desconcentrados 
cuando en este último caso, se trate de contraprestaciones que no se encuentren previstas en la Ley 
Federal de Derechos. también son derechos las contribuciones a cargo de los organismos públicos 
descentralizados por prestar servicios exclusivos del Estado. 

Cuando sean organismos descentralizados los que proporcionen la seguridad social a que hace mención la 
fracción II, las contribuciones correspondientes tendrán la naturaleza de aportaciones de seguridad social.  

Los recargos, las sanciones, los gastos de ejecución y la indemnización a que se refiere el Código Fiscal de la 
Federación, son accesorios de las contribuciones y participan de la naturaleza de éstas.  

Artículo 18. Son aprovechamientos los ingresos que percibe el estado por funciones de derecho público 
distintos de las contribuciones, de los ingresos derivados de financiamientos y de los que obtengan los 
organismos descentralizados y las empresas de participación estatal.  

Los recargos, las sanciones, los gastos de ejecución y la indemnización a que se refiere el código fiscal de la 
federación, que se apliquen en relación con aprovechamientos, son accesorios de éstos y participan de su 
naturaleza.  

Artículo 19. Son productos las contraprestaciones por los servicios que preste el estado en sus funciones de 
derecho privado, así como por el uso, aprovechamiento o enajenación de bienes del dominio privado.  

Artículo 20. Son créditos fiscales los que tenga derecho a percibir el estado o sus organismos descentralizados 
que provengan de contribuciones, de sus accesorios o de aprovechamientos, incluyendo los que deriven de 
responsabilidades que el estado tenga derecho a exigir de sus funcionarios o empleados o de los particulares, así 
como aquellos a los que las leyes les den ese carácter y el estado tenga derecho a percibir por cuenta ajena.  

La recaudación proveniente de todos los ingresos de la federación, aun cuando se destinen a un fin específico, 
se hará por la Secretaría o por las oficinas que dicha Secretaría autorice.  

Artículo 21. El Ejecutivo Federal mediante resoluciones de carácter general podrá:  

I. Condonar o eximir, total o parcialmente, el pago de contribuciones y sus accesorios, autorizar su pago 
a plazo, diferido o en parcialidades, cuando se haya afectado o trate de impedir que se afecte la situación 
de algún lugar o región del país, la producción o venta de productos, así como en casos de catástrofes 
sufridas por fenómenos meteorológicos, plagas o epidemias.  

Sin que las facultades otorgadas en esta fracción puedan contrariar los términos o criterios que se 
establezcan en la Ley de Ingresos de la Federación ni entenderse referidas a los casos en que la 



afectación o posible afectación a una determinada rama de la industria obedezca a lo dispuesto en una 
ley tributaria federal o tratado internacional.  

II. Dictar las medidas relacionadas con la administración, control, forma de pago y procedimientos 
señalados en las leyes fiscales, sin variar las disposiciones relacionadas con el sujeto, el objeto, la base, 
la cuota, la tasa o la tarifa de los gravámenes, las infracciones o las sanciones de las mismas, a fin de 
facilitar el cumplimiento de las obligaciones de los contribuyentes.  

III. Conceder subsidios o estímulos fiscales conforme a las disposiciones de esta ley y del decreto. 

Las resoluciones que conforme a este Artículo dicte el Ejecutivo Federal, deberán señalar las contribuciones a 
que se refieren, salvo que se trate de estímulos fiscales, así como, el monto o proporción de los beneficios, 
plazos que se concedan y los requisitos que deban cumplirse por los beneficiados.  

Artículo 22. La Secretaría podrá condonar las multas por infracción a las disposiciones fiscales, inclusive las 
determinadas por el propio contribuyente, para lo cual apreciará discrecionalmente las circunstancias del caso y, 
en su caso, los motivos que tuvo la autoridad que impuso la sanción.  

Artículo 23. Tratándose de contribuyentes que se encuentren sujetos a un procedimiento de concurso mercantil, 
las autoridades fiscales podrán condonar parcialmente los créditos fiscales relativos a contribuciones que 
debieron pagarse con anterioridad a la fecha en que se inicie el procedimiento de concurso mercantil, siempre 
que el comerciante haya celebrado convenio con sus acreedores en los términos de la ley respectiva y de 
acuerdo con lo siguiente:  

I. Cuando el monto de los créditos fiscales represente menos del 60% del total de los créditos 
reconocidos en el procedimiento concursal, la condonación no excederá del beneficio mínimo de entre 
los otorgados por los acreedores que, no siendo partes relacionadas, representen en conjunto cuando 
menos el 50% del monto reconocido a los acreedores no fiscales.  

II. Cuando el monto de los créditos fiscales represente más del 60% del total de los créditos reconocidos 
en el procedimiento concursal, la condonación, determinada en los términos del inciso anterior, no 
excederá del monto que corresponda a los accesorios de las contribuciones adeudadas. 

La autorización de condonación deberá sujetarse a los requisitos y lineamientos que establezca el Código Fiscal 
de la Federación.  

Artículo 24. El Ejecutivo federal especificará en los informes trimestrales y de cuenta pública, la información 
pormenorizada sobre el ejercicio de las facultades para condonar o eximir, total o parcialmente, el pago de 
contribuciones y sus accesorios, autorizar su pago a plazo, diferido o en parcialidades, así como para condonar 
multas y créditos fiscales.  

Título Tercero  
Del Presupuesto  

Capítulo I  
De la Presupuestación  

Artículo 25. La programación y presupuestación del gasto público comprende:  

I. Las actividades que deberán realizar las dependencias y entidades para dar cumplimiento a los 
objetivos, políticas, estrategias, prioridades y metas con base en indicadores de desempeño, contenidos 
en los programas que se derivan del Plan Nacional de Desarrollo y, en su caso, de las directrices que el 
Ejecutivo Federal expida en tanto se elabore dicho Plan, en los términos de la Ley de Planeación;  

II. Las previsiones de gasto público para cubrir los recursos humanos, materiales, financieros y de otra 
índole, necesarios para el desarrollo de las actividades señaladas en la fracción anterior, y  



III. Las actividades y sus respectivas previsiones de gasto público correspondientes a los Poderes 
Legislativo y Judicial y a los entes autónomos. 

Artículo 26. Los anteproyectos de presupuesto se elaborarán para cada año calendario, se fundarán en costos y 
se formularán con apoyo en programas que señalen objetivos, parámetros transparentes y cuantificables de 
política económica, metas y unidades responsables de su ejecución.  

Artículo 27. La programación y presupuestación anual del gasto público de los ejecutores de gasto 
comprendidos en la fracción III del Artículo 6 de esta ley, se realizará con apoyo en los anteproyectos que 
elaboren para cada ejercicio fiscal, con base en:  

I. Las políticas de gasto público que determine el Ejecutivo Federal a través de la Secretaría;  

II. La evaluación de resultados físicos y financieros del ejercicio fiscal anterior;  

III. El marco macroeconómico de mediano plazo de acuerdo con los criterios generales de política 
económica a que se refiere esta Ley;  

IV. El programa financiero del sector público que elabore la Secretaría, y  

V. La interrelación que en su caso exista con los acuerdos de concertación con los sectores privado y 
social y los convenios de coordinación con los gobiernos de las entidades federativas. 

El anteproyecto se elaborará por unidades responsables, estimando los costos para alcanzar los resultados 
cuantitativos y cualitativos previstos en las metas.  

En las previsiones de gasto que resulten deberán definirse el tipo y la fuente de recursos que se utilizarían.  

Artículo 28. Los anteproyectos de las entidades comprenderán una proyección de flujo de efectivo que deberá 
contener:  

I. La previsión de sus ingresos, incluyendo en su caso el endeudamiento neto, los subsidios y las 
transferencias, la disponibilidad inicial y la disponibilidad final;  

II. La previsión del gasto corriente, la inversión física, la inversión financiera y otras erogaciones de 
capital;  

III. Las operaciones ajenas, y  

IV. En su caso, los enteros a la Tesorería de la Federación. 

Artículo 29. Los anteproyectos deberán sujetarse a la estructura programática aprobada por la Secretaría, la 
cual contendrá como mínimo:  

I. Las categorías, que comprenderán la función, el programa, el proyecto y la actividad, y  

II. Los elementos, que comprenderán la misión, los objetivos y las metas con base en indicadores de 
desempeño. 

Artículo 30. Los ejecutores de gasto a que se refieren los incisos a) y b) de la fracción III del Artículo 6 de esta 
ley, remitirán su anteproyecto a la Secretaría, con sujeción a las normas, montos y plazos que el ejecutivo 
establezca por medio de la propia Secretaría.  

La Secretaría formulará el respectivo anteproyecto de presupuesto, cuando no le sea presentado en los plazos 
que al efecto se les hubiere señalado.  



Artículo 31. Los ejecutores de gasto a que se refieren los incisos c) a e) de la fracción III del Artículo 6 de esta 
ley, presentarán sus anteproyectos de presupuesto a la Secretaría, a través y con la conformidad de las 
Secretarías de estado o departamentos administrativos coordinadoras del sector al que se encuentren adscritas.  

Artículo 32. Las Cámaras del Congreso de la Unión y la Suprema Corte de Justicia de la Nación, a través de las 
unidades que determinen sus leyes orgánicas, atendiendo a las previsiones del ingreso y del gasto público 
federal, formularán sus respectivos proyectos de presupuesto y los enviarán al presidente de la república, para el 
sólo efecto de que éste ordene su incorporación al proyecto. Igual trámite se dará a los proyectos de los 
organismos públicos autónomos, que serán enviados al Presidente de la República por el titular del mismo.  

El envío al Presidente de la República deberá hacerse a más tardar 15 días naturales antes de la fecha de 
presentación del proyecto.  

En la programación y presupuestación de sus respectivos anteproyectos, los ejecutores de gasto a que se refiere 
este Artículo deberán sujetarse a lo dispuesto en esta Ley y observar que su propuesta sea compatible con los 
criterios generales de política económica.  

Los ejecutores de gasto a que se refiere este Artículo, se podrán coordinar con la Secretaría en las actividades 
de programación y presupuestación, con el objeto de que sus proyectos sean compatibles con las clasificaciones 
y estructura programática de las dependencias.  

Artículo 33. A toda propuesta de aumento o creación de partidas en los anteproyectos de presupuesto, que 
excedan o no hayan sido contempladas en el presupuesto autorizado para el año anterior, las entidades deberán 
agregar la correspondiente previsión de ingreso, si con tal propuesta se altera el equilibrio presupuestal.  

Artículo 34. El precio internacional de la mezcla de petróleo mexicano deberá determinarse, para efectos de la 
estimación de los ingresos correspondientes en la Ley de Ingresos, como el precio de referencia correspondiente 
al promedio móvil de los últimos cinco años, además del que transcurra, conforme a las disposiciones que al 
efecto emita la Secretaría. La metodología para establecer dicho precio deberá ser considerada como parte de la 
documentación que se remita con la iniciativa de Ley de Ingresos correspondiente.  

El Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaría, elaborará la iniciativa de Ley de Ingresos para el ejercicio 
fiscal correspondiente, con un precio que no exceda el precio de referencia que se prevé en el párrafo anterior.  

Artículo 35. En el proyecto de Presupuesto se deberán prever, en un capítulo específico, los compromisos 
plurianuales de gasto que se autoricen en los términos de esta Ley, los cuales se deriven de contratos de obra 
pública, adquisiciones, arrendamientos y servicios. En estos casos, los compromisos excedentes no cubiertos 
tendrán preferencia respecto de otras previsiones de gasto, quedando sujetos a la disponibilidad presupuestaria 
anual.  

En los proyectos de infraestructura productiva de largo plazo incluidos en programas prioritarios a los que se 
refiere el párrafo tercero del Artículo 18 de la Ley General de Deuda Pública, en que la Secretaría, en los 
términos que establezca el Reglamento, haya otorgado su autorización por considerar que el esquema de 
financiamiento correspondiente fue el más recomendable de acuerdo a las condiciones imperantes, a la 
estructura del proyecto y al flujo de recursos que genere, el servicio de las obligaciones derivadas de los 
financiamientos correspondientes se considerará preferente respecto de nuevos financiamientos, para ser 
incluido en los Presupuestos de Egresos de los años posteriores hasta la total terminación de los pagos relativos, 
con el objeto de que las entidades adquieran en propiedad bienes de infraestructura productivos.  

Dichos proyectos pueden ser considerados:  

I. Inversión directa, tratándose de proyectos en los que, por la naturaleza de los contratos, las entidades 
asumen una obligación de adquirir activos productivos construidos a su satisfacción, y  



II. Inversión condicionada, tratándose de proyectos en los que la adquisición de bienes no es el objeto 
principal del contrato, sin embargo, la obligación de adquirirlos se presenta como consecuencia de 
alguna eventualidad contemplada en un contrato de suministro de bienes o servicios. 

Los ingresos que genere cada proyecto de infraestructura productiva de largo plazo, durante la vigencia de su 
financiamiento, sólo podrán destinarse al pago de las obligaciones fiscales atribuibles al propio proyecto, las de 
inversión física y costo financiero del mismo, así como de todos sus gastos de operación y mantenimiento y 
demás gastos asociados, de conformidad con lo dispuesto en el Artículo 18 de la Ley General de Deuda 
Pública. Los remanentes serán destinados a programas y proyectos de inversión de las propias entidades, 
distintos a proyectos de infraestructura productiva de largo plazo o al gasto asociado de éstos.  

Artículo 36. En el proyecto se deberán prever las erogaciones correspondientes al gasto en servicios 
personales, el cual comprende:  

I. Las remuneraciones de los servidores públicos y las erogaciones a cargo de los ejecutores de gasto por 
concepto de obligaciones de carácter fiscal y de seguridad social inherentes a dichas remuneraciones, y  

II. Las previsiones salariales y económicas para cubrir los incrementos salariales, la creación de plazas 
y otras medidas económicas de índole laboral. Dichas previsiones serán incluidas en un capítulo 
específico del Presupuesto. 

Una vez aprobada la asignación global de servicios personales en el Presupuesto, ésta no podrá incrementarse.  

Artículo 37. Para la programación de los recursos destinados a programas y proyectos de inversión, las 
dependencias y entidades deberán observar el siguiente procedimiento, sujetándose a lo establecido en el 
Reglamento:  

I. Elaborar anualmente el documento de planeación que identifique los programas y proyectos de 
inversión que se encuentren en proceso de realización, así como los que se consideren susceptibles de 
realizarse en años futuros;  

II. Presentar a la Secretaría la evaluación costo y beneficio de los programas y proyectos de inversión 
que tengan a su cargo, en donde se muestre que dichos programas y proyectos son susceptibles de 
generar, en cada caso, un beneficio social neto bajo supuestos razonables. La Secretaría podrá solicitar a 
las dependencias y entidades que dicha evaluación esté dictaminada por un experto independiente. La 
evaluación no se requerirá en el caso del gasto de inversión que se destine a la atención prioritaria e 
inmediata de desastres naturales, y  

III. Registrar cada programa y proyecto de inversión en la cartera que integra la Secretaría, para lo cual 
se deberá presentar la evaluación costo y beneficio correspondiente. Las dependencias y entidades 
deberán mantener actualizada la información contenida en la cartera. Sólo los programas y proyectos de 
inversión registrados en la cartera se podrán incluir en el Proyecto. La Secretaría podrá negar o cancelar 
el registro si un programa o proyecto de inversión no cumple con las disposiciones aplicables. 

Artículo 38. Las dependencias y entidades podrán realizar todos los trámites necesarios para realizar 
contrataciones de adquisiciones, arrendamientos, servicios y obra pública, con el objeto de que los recursos se 
ejerzan oportunamente a partir del inicio del ejercicio fiscal correspondiente.  

Para tal efecto, las dependencias y entidades, podrán solicitar a la Secretaría autorización especial para 
convocar, adjudicar y, en su caso, formalizar dichos contratos, cuya vigencia inicie en el ejercicio fiscal 
siguiente de aquel en que se solicite, con base en los anteproyectos de presupuesto.  

Los contratos estarán sujetos a la disponibilidad presupuestaria del año en el que se prevé el inicio de su 
vigencia, por lo que sus efectos estarán condicionados a la existencia de los recursos presupuestarios 
respectivos, sin que la no realización de la referida condición suspensiva origine responsabilidad alguna para las 
partes.  



Artículo 39. Podrán contratarse créditos externos para financiar total o parcialmente programas y proyectos 
cuando cuenten con la autorización de la Secretaría. Para tal efecto deberá observarse lo dispuesto en la Ley 
General de Deuda Pública.  

Las dependencias y entidades serán responsables de prever los recursos presupuestarios suficientes para la 
ejecución de los programas y proyectos financiados con crédito externo, conforme a lo acordado con la fuente 
de financiamiento. El monto de crédito externo será parte del techo de presupuesto aprobado para estos 
programas y proyectos, por lo que la totalidad del gasto a ejercerse deberá incluir tanto la parte financiada con 
crédito externo como la contraparte presupuestal.  

Las dependencias y entidades informarán a la Secretaría del ejercicio de estos recursos.  

La Secretaría establecerá un comité de crédito externo como instancia de coordinación para que sus integrantes 
analicen la programación, presupuestación, ejercicio y seguimiento de los programas y proyectos financiados 
con crédito externo.  

Artículo 40. En el proyecto deberán incluirse las previsiones para el Fondo para la Prevención de Desastres así 
como para el Fondo de Desastres Naturales, con el propósito de constituir reservas para, respectivamente, llevar 
a cabo acciones preventivas o atender oportunamente los daños ocasionados por fenómenos naturales.  

Dichas reservas deberán ser suficientes, para lo cual se deberán determinar sus niveles mínimo y máximo con 
base en cálculos actuariales, cuyas condiciones técnicas generales establezca la Secretaría a través de 
disposiciones de carácter general. La aplicación de los recursos de los Fondos se sujetará a lo dispuesto en las 
respectivas reglas de operación.  

Artículo 41. La programación y el ejercicio de recursos destinados a comunicación social se autorizarán por la 
Secretaría de Gobernación en los términos de las disposiciones generales que para tal efecto emita. Los gastos 
que en los mismos rubros efectúen las entidades se autorizarán además por su órgano de gobierno.  

Artículo 42. El Ejecutivo Federal incluirá en las iniciativas de ley o de Decreto que presente a la consideración 
del Congreso de la Unión, la evaluación del impacto presupuestario originado por la vigencia de las mismas, en 
el caso de su eventual aprobación.  

Para tal efecto, las dependencias y entidades que elaboren los anteproyectos respectivos, incluirán dicha 
evaluación, la que someterá a la consideración de la Secretaría.  

Los diputados y senadores del Congreso de la Unión, procurarán incluir una evaluación del orden del impacto 
presupuestario de las iniciativas de ley o Decreto que presenten ante el Congreso de la Unión.  

Las comisiones correspondientes de las Cámaras del Congreso de la Unión, al elaborar los dictámenes 
correspondientes, realizarán una valoración del impacto presupuestario de las iniciativas, para lo cual podrán 
solicitar la opinión de la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública de la Cámara de Diputados.  

Capítulo II  
Del Proyecto de Presupuesto  

Artículo 43. El proyecto será enviado por el Presidente de la República a la Cámara de Diputados a más tardar 
el día 8 de septiembre del año inmediato anterior al que corresponda.  

Artículo 44. El proyecto de Presupuesto se presentará, cuando menos, conforme a las siguientes 
clasificaciones:  

I. La administrativa, la cual agrupa a las previsiones de gasto conforme a los ejecutores de gasto;  



II. La funcional y programática, la cual agrupa a las previsiones de gasto con base en las actividades que 
por disposición legal le corresponden a los ejecutores de gasto y de acuerdo con los resultados que se 
proponen alcanzar, y  

III. La económica, la cual agrupa a las previsiones de gasto en función del tipo de insumos al que se 
destina el gasto. 

Artículo 45. El proyecto de Presupuesto contendrá como mínimo:  

I. La exposición de motivos en la que se señale:  

a) La política de gasto del Ejecutivo Federal;  

b) Un programa económico anual que refleje la política económica;  

c) Las políticas de gasto en los Poderes Legislativo y Judicial y en los entes autónomos;  

d) La descripción clara de los programas que sean la base del proyecto, en los que se señalen objetivos 
anuales, estrategias, metas y unidades responsables de su ejecución, así como su valuación estimada por 
programa;  

e) La explicación y comentarios de los principales programas y en especial de aquellos que abarquen 
dos o más ejercicios fiscales;  

f) La estimación de los ingresos y sus fuentes;  

g) La estimación de los egresos para el año que se presupuesta y los siguientes tres ejercicios fiscales;  

h) Los montos de egresos de los últimos tres ejercicios fiscales;  

i) Las previsiones de gasto conforme a las clasificaciones a que se refiere esta Ley;  

j) Los ingresos y gastos reales del último ejercicio fiscal;  

k) La estimación de los ingresos y gastos al cierre del ejercicio fiscal en curso;  

l) La situación de la deuda pública al fin del último ejercicio fiscal y estimación de la que se tendrá al 
fin de los ejercicios fiscales en curso e inmediato siguiente;  

m) La situación de la Tesorería al fin del último ejercicio fiscal y la estimación de la que se tendrá al 
cierre de los ejercicios fiscales en curso e inmediato siguiente;  

n) Las proyecciones de las finanzas públicas con las premisas empleadas para las estimaciones. las 
proyecciones abarcarán un lapso de cinco años en adición al ejercicio fiscal en cuestión, las que se 
revisarán anualmente en los ejercicios subsecuentes e incluirán como sección informativa los resultados 
de los dos ejercicios anteriores.  

ñ) Los comentarios sobre las condiciones económicas, financieras y hacendarias actuales y las que se 
prevén para el futuro;  

o) En general, toda la información que se considere útil para mostrar la proposición en forma clara y 
completa.  

II. La propuesta de egresos del ejercicio fiscal para el que se propone, que incluirá  

a) Las previsiones de gasto de los ramos autónomos;  



b) Las previsiones de gasto de los ramos administrativos;  

c) Un capítulo específico que incorpore los flujos de efectivo de las entidades de control directo;  

d) Un capítulo específico que incorpore los flujos de efectivo de las entidades de control indirecto;  

e) Las previsiones de gasto de los ramos generales;  

f) Un capítulo específico que incorpore las previsiones de gasto que correspondan a los compromisos 
plurianuales;  

g) Un capítulo específico que incorpore las previsiones de gasto que correspondan a compromisos 
derivados de proyectos de infraestructura productiva de largo plazo;  

h) Un capítulo específico que incluya las previsiones salariales y económicas a que se refiere esta Ley; 
incluyendo el monto y clasificación correspondiente a las percepciones que se cubrirán en favor de los 
servidores públicos; dichas percepciones incluirán lo relativo a sueldos, prestaciones y estímulos por 
cumplimiento de metas, recompensas, incentivos o conceptos equivalentes a éstos;  

i) Las previsiones de gasto que correspondan a la atención de la población indígena, en los términos del 
apartado B del Artículo 2 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; asimismo, las 
previsiones de gasto de los programas especiales cuyos recursos se encuentren previstos en distintos 
ramos y, en su caso, en los flujos de efectivo de las entidades;  

j) En su caso, las disposiciones generales que rijan en el ejercicio fiscal;  

k) Las previsiones de adeudos con cargo al presupuesto del ejercicio fiscal anterior, debida y 
oportunamente contabilizados;  

III. Los anexos informativos, los cuales contendrán:  

a) La distribución del presupuesto de las dependencias y entidades, de los Poderes Legislativo y Judicial 
y de los entes públicos federales, por unidad responsable y al nivel de agregación de capítulo, concepto 
y partida de gasto, Deberá además incluir los analíticos de plazas para todos los entes anteriormente 
señalados, por unidad responsable;  

b) La metodología empleada para determinar la estacionalidad y el volumen de la recaudación, por tipo 
de ingreso, así como la utilizada para calendarizar el gasto según su clasificación económica;  

c) La demás información que contribuya a la comprensión de los proyectos a que se refiere este 
Artículo. 

Deberá acompañar un ejemplar de cada uno de los anteproyectos de Presupuesto que le hubieran presentado a 
la Secretaría los ejecutores de gasto previstos en la fracción III del Artículo 6 de esta ley, así como los cuadros 
analíticos correspondientes sobre lo solicitado por el ejecutor de gasto respectivo y lo propuesto en el proyecto.  

Artículo 46. El programa económico explicará los instrumentos de política fiscal con los supuestos de política 
monetaria que se utilizarán para el logro de los objetivos y las metas, así como los instrumentos que 
correspondan a otras políticas que impacten directamente en el desempeño de la economía. El programa 
económico se incluirá en los criterios generales de política económica.  

Artículo 47. Los criterios generales de política económica desglosarán los efectos previstos en lo 
macroeconómico y expondrán las contingencias y los riesgos fiscales relevantes para las finanzas públicas que 
puedan afectar a la hacienda pública, acompañados de propuestas de acción para enfrentarlos.  



Artículo 48. El Ejecutivo Federal proporcionará, a los Diputados al Congreso de la Unión, todos los datos 
estadísticos e información necesarios para el examen, discusión y en su caso modificación del proyecto, 
mediante la comparecencia del Secretario de Hacienda y Crédito Público, la entrega de la documentación 
respectiva y la asistencia, en los trabajos de la comisión dictaminadora competente, de los servidores públicos 
que deban proporcionar dichos datos e información.  

Para el mismo efecto, la Cámara de Diputados podrá requerir la asistencia de representantes del Poder Judicial 
de la Federación y de los entes públicos federales.  

Capítulo III  
Del Presupuesto  

Artículo 49. El Ejecutivo Federal, en el año en que termina su encargo, deberá elaborar con oportunidad la 
iniciativa de Ley de Ingresos y el proyecto de Presupuesto en coordinación con el Presidente Electo, incluyendo 
las recomendaciones de este último, a efecto de que sean presentados en los términos del Artículo 74, fracción 
IV de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.  

Para realizar las actividades a que se refiere este Artículo y la elaboración del Plan Nacional de Desarrollo, se 
podrán aprobar recursos en el correspondiente Presupuesto para cubrir los gastos de un equipo de asesores que 
apoye los trabajos del Presidente Electo.  

Artículo 50. La Cámara de Diputados aprobará el Decreto en sesión que celebre el pleno de la misma 
correspondiente a más tardar al día 15 de noviembre del año inmediato anterior al que corresponda su ejercicio.  

Los trabajos de examen, discusión y, en su caso, modificación del proyecto, se llevarán a cabo conforme a las 
disposiciones que determinen las normas que regulen el funcionamiento de la Cámara de Diputados.  

Artículo 51. El Presupuesto será el que contenga el Decreto que expida la Cámara de Diputados para cubrir los 
gastos, durante el período de un año a partir del 1º de enero, de las actividades, las obras y los servicios 
públicos previstos en los programas que en el propio Decreto se señalen, el cual determinará las entidades 
responsables de la ejecución del gasto público asignado.  

Artículo 52. El Decreto comprenderá:  

I. Las asignaciones de gasto público que habrán de realizar los ejecutores de gasto a que se refiere el 
Artículo 6 de esta ley, y  

II. Las demás previsiones vinculadas con el ejercicio de gasto público, que determine la Cámara de 
Diputados. 

El Decreto contendrá las partidas para cada año calendario de gasto autorizadas por la Cámara de Diputados 
para los distintos programas y proyectos de los ramos y los rubros específicos que señale, en los términos de 
esta ley y en los que las leyes aplicables determinen, así como los subsidios que se otorguen a los programas 
que prevean erogaciones contingentes derivadas de mandatos de ley; asimismo podrá incluir disposiciones 
anuales específicas para normar y promover el uso eficiente y aplicación eficaz de los recursos económicos de 
que dispongan los ejecutores de gasto a que hace referencia el propio Artículo 6 de esta ley.  

Artículo 53. Los programas que no habiendo sido comprendidos en el proyecto y sean objeto de asignación de 
recursos en el Decreto, serán formulados, atendiendo las disposiciones de ésta, por la entidad competente, y 
conforme a las normas de presupuestación-programación aplicables, debiendo dar cuenta de ello a la Cámara de 
Diputados en los plazos y conforme a los términos que se dispongan en el propio Decreto.  

Artículo 54. La Secretaría realizará las adecuaciones correspondientes de partidas presupuestarias, para dar 
suficiencia a las erogaciones derivadas de alguna ley que se expida con posterioridad a la entrada en vigor del 
Decreto, en términos del Artículo 126 constitucional, siempre que se trate de entidades previstas en la fracción 
III del Artículo 6 de esta ley.  



En los casos que las erogaciones a que se refiere este Artículo, involucren a las entidades previstas en las 
fracciones I, II y IV del Artículo 6 de esta ley, los órganos que dispongan las normas que rigen su organización 
y funcionamiento, llevarán a cabo la aplicación correspondiente.  

Del ejercicio de gasto público correspondiente, se informará a la Cámara de Diputados en apartado especial al 
rendir la Cuenta Pública.  

Artículo 55. En el ejercicio de gasto público a que se refiere el Artículo anterior, en ningún caso se afectarán 
las partidas de los programas o actividades determinados como prioritarios en el Decreto.  

Artículo 56. Una vez que se apruebe el Presupuesto, dentro de los diez días hábiles posteriores a su publicación 
en el Diario Oficial de la Federación, el Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaría, deberá comunicar a 
las dependencias y entidades la distribución de sus presupuestos aprobados, incluyendo el calendario de 
presupuesto, por unidad responsable.  

Dicha distribución deberá ser aquélla presentada en el anexo informativo a que se refiere esta Ley.  

La Secretaría deberá publicar en el Diario Oficial de la Federación, dentro de los diez días hábiles posteriores a 
la publicación del Presupuesto, el monto y la calendarización del gasto federalizado para contribuir a mejorar la 
planeación del gasto de las entidades federativas y de los municipios.  

Capítulo IV  
Del Equilibrio Presupuestal  

Artículo 57. La Ley de Ingresos y el Presupuesto se elaborarán con base en objetivos, parámetros y metas 
económicas. El Ejecutivo Federal acompañará dichas iniciativas con los criterios generales de política 
económica, los cuales serán congruentes con el Plan Nacional de Desarrollo y los programas de mediano plazo 
correspondientes e incluirán cuando menos lo siguiente:  

I. Los criterios generales de política económica;  

II. Los objetivos anuales, estrategias y metas;  

III. Las proyecciones de las finanzas públicas con las premisas empleadas para las estimaciones. Las 
proyecciones abarcarán un periodo de tres años en adición al ejercicio fiscal en cuestión, las que se 
revisarán anualmente en los ejercicios subsecuentes;  

IV. Los resultados de las finanzas públicas que abarquen un periodo de los tres últimos años y el 
ejercicio fiscal en cuestión, y  

V. Los requerimientos financieros del sector público. 

Los criterios generales de política económica explicarán las medidas de política fiscal que se utilizarán para el 
logro de los objetivos, las estrategias y metas, así como las acciones que correspondan a otras políticas que 
impacten directamente en el desempeño de la economía. Asimismo, se deberán exponer los costos fiscales 
futuros de las iniciativas de ley o Decreto, acompañados de propuestas para enfrentarlos.  

Artículo 58. El gasto neto total propuesto por el Ejecutivo Federal en el proyecto, aquél que apruebe la Cámara 
de Diputados y el que se ejerza en el año fiscal por los ejecutores de gasto, deberá contribuir al equilibrio 
presupuestario.  

Excepcionalmente, la iniciativa de Ley de Ingresos y el proyecto de Presupuesto, debido a las circunstancias 
económicas y sociales que priven en el país, podrán prever un déficit presupuestario. En estos casos, el 
Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaría, al comparecer ante el Congreso de la Unión con motivo de la 
presentación de dichas iniciativas, deberá dar cuenta de los siguientes aspectos:  



I. El monto específico de financiamiento necesario para cubrir el déficit presupuestario;  

II. Las razones que justifican el déficit presupuestario, y las fuentes de recursos de financiamiento a 
emplear, y  

III. El número de ejercicios fiscales y las acciones requeridas para que dicho déficit sea eliminado y se 
restablezca el equilibrio presupuestario. 

El déficit presupuestario deberá eliminarse durante el plazo que se establezca conforme a lo señalado en la 
fracción III de este Artículo.  

El Ejecutivo Federal reportará en los informes trimestrales el avance de las acciones, hasta en tanto no se 
recupere el equilibrio presupuestario.  

Artículo 59. A toda proposición de aumento o creación de gasto en el proyecto, deberá agregarse la iniciativa 
de ingreso distinta al financiamiento o compensarse con reducciones en otras previsiones de gasto.  

No procederá pago alguno que no esté comprendido en el Presupuesto o determinado por ley posterior; en este 
último caso tendrá que aprobarse la fuente de ingresos adicional para cubrir los nuevos gastos, en los términos 
del párrafo anterior.  

Artículo 60. El Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaría, podrá autorizar erogaciones adicionales a las 
aprobadas en el Presupuesto, con cargo a los ingresos adicionales que, en su caso, resulten de los ingresos 
autorizados en la Ley de Ingresos o de ingresos propios adicionales de las entidades, conforme a lo siguiente:  

I. Los ingresos adicionales que resulten de la Ley de Ingresos, deberán destinarse, en primer término, a 
compensar el incremento en el gasto no programable respecto del presupuestado, derivado de 
variaciones en el costo financiero producto de modificaciones en la tasa de interés o en el tipo de 
cambio;  

II. En el caso de los ingresos adicionales que tengan un destino específico por disposición expresa de 
leyes de carácter fiscal, o conforme a éstas se cuente con autorización de la Secretaría para utilizarse en 
un fin específico, ésta podrá autorizar las ampliaciones a los presupuestos de las dependencias o 
entidades que los generen, hasta por el monto de los ingresos adicionales obtenidos que determinen 
dichas leyes o, en su caso, la Secretaría.  

La Secretaría deberá informar a la Cámara de Diputados sobre las autorizaciones que emita en los 
términos de las leyes fiscales, para otorgar un destino específico a los ingresos adicionales a que se 
refiere esta fracción, dentro de los treinta días naturales siguientes a que emita dichas autorizaciones;  

III. Los ingresos propios adicionales de las entidades se destinarán a las mismas, hasta por los montos 
que autorice la Secretaría, conforme a las disposiciones aplicables, y  

IV. Los ingresos adicionales previstos en las fracciones anteriores de este Artículo, el remanente de 
ingresos excedentes que, en su caso, resulte respecto del monto total de ingresos aprobado en la Ley de 
Ingresos, se destinará conforme a lo siguiente:  

a) En un 20% al Fondo de Estabilización de las Participaciones Federales;  

b) En un 20% al Fondo de Estabilización de los Ingresos Petroleros;  

c) En un 30% al gasto de inversión de las entidades federativas, y será distribuido entre las mismas, 
teniendo en cuenta lo reportado en la última cuenta pública;  

d) En un 30% al gasto de inversión de Pemex. 



Los ingresos adicionales a que se refieren los incisos a) y b) de la presente fracción se destinarán a los Fondos, 
hasta alcanzar una reserva adecuada para afrontar una caída de la Recaudación Federal Participable o de los 
ingresos petroleros que pudiera poner en riesgo a las finanzas públicas. Dicha reserva será calculada con base 
en el método actuarial que determine su nivel mínimo y máximo óptimos, cuyas condiciones técnicas generales 
establezca la Secretaría a través de disposiciones de carácter general. La aplicación de los recursos de los 
Fondos se sujetará en esta Ley, en los términos de las respectivas reglas de operación. Las erogaciones 
adicionales a que se refiere este Artículo sólo procederán cuando éstas no afecten negativamente el equilibrio 
presupuestario o, en su caso, no aumenten el déficit presupuestario.  

El Ejecutivo Federal reportará en los informes trimestrales y en la Cuenta Pública, las erogaciones adicionales 
aprobadas en los términos del presente Artículo.  

Artículo 61. Los Poderes Legislativo y Judicial y los entes públicos autónomos podrán autorizar erogaciones 
adicionales a las aprobadas en sus respectivos presupuestos, con cargo a los ingresos adicionales que en su caso 
generen, siempre y cuando:  

I. Registren ante la Secretaría dichos ingresos en los conceptos correspondientes de la Ley de Ingresos, 
y  

II. Informen a la Secretaría sobre la obtención y la aplicación de dichos ingresos, para efectos de la 
integración de los informes trimestrales y de la Cuenta Pública. 

Artículo 62. A más tardar el día 21 de enero del año al que corresponda la vigencia de la Ley de Ingresos, el 
Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaría, deberá publicar en el Diario Oficial de la Federación los 
calendarios trimestrales de ingresos, incluyendo los correspondientes a los recursos provenientes de 
financiamientos que hayan sido aprobados para el año de dicha Ley de Ingresos.  

Artículo 63. En caso de que durante el ejercicio fiscal disminuyan los ingresos previstos en la Ley de Ingresos, 
el Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaría, podrá aplicar las siguientes normas de disciplina 
presupuestaria:  

I. La disminución de alguno de los rubros de ingresos aprobados en la Ley de Ingresos respecto de la 
estimación trimestral calendarizada de los mismos, podrá compensarse con el incremento que, en su 
caso, observen otros rubros de ingresos aprobados en dicha Ley, salvo en el caso en que estos últimos 
tengan un destino específico por disposición expresa de leyes de carácter fiscal o conforme a éstas se 
cuente con autorización de la Secretaría para utilizarse en un fin específico, así como tratándose de 
ingresos propios de las entidades de control directo. En caso de que no pueda realizarse la 
compensación para mantener la relación de ingresos y gastos aprobados o ésta resulte insuficiente, se 
procederá en los términos de las siguientes fracciones;  

II. La disminución de los ingresos del Gobierno Federal por concepto de la exportación del petróleo 
determinado para el ejercicio fiscal en cuestión, se podrá compensar con los recursos del Fondo de 
Estabilización de los Ingresos Petroleros en los términos de las reglas de operación que emita la 
Secretaría.  

La disminución en la Recaudación Federal Participable se podrá compensar con los recursos del Fondo 
de Estabilización de las Participaciones Federales, en los términos de las reglas de operación que emita 
la Secretaría.  

En caso de que, conforme a lo previsto en las reglas del Fondo respectivo, se llegue al límite de recursos 
de dicho Fondo sin poder compensar la disminución de los ingresos, se procederá a compensar con los 
ajustes a que se refiere la fracción III del presente Artículo.  

III. La disminución de los ingresos distintos a los que se refiere la fracción II de este Artículo se 
compensará, una vez efectuada en su caso la compensación a que se refiere la fracción I, con la 



reducción de los montos aprobados en los presupuestos de las dependencias, entidades, fondos y 
programas, conforme a lo siguiente:  

a) Los ajustes deberán realizarse en forma selectiva, en el siguiente orden:  

i) Los gastos de comunicación social y de representación y los subsidios y donaciones destinados 
a particulares;  

ii) El gasto en servicios personales, prioritariamente las erogaciones por concepto de 
percepciones extraordinarias;  

iii) Los ahorros y economías presupuestarios que se determinen con base en los calendarios de 
presupuesto autorizados a las dependencias y entidades;  

iv) Los gastos de comunicación social;  

v) El gasto administrativo no vinculado directamente a la atención de la población. 

En caso de que los ajustes anteriores no sean suficientes para compensar la disminución de ingresos, 
podrán realizarse ajustes en otros conceptos de gasto, siempre y cuando se procure no afectar los 
programas sociales;  

b) En el caso de que la contingencia represente una reducción equivalente de hasta el 4 por ciento de los 
ingresos por impuestos previstos al trimestre, a que se refiere la Ley de Ingresos y la estimación 
trimestral calendarizada, el Ejecutivo Federal enviará a la Cámara de Diputados en los siguientes 10 días 
hábiles posteriores al cierre del trimestre en que se haya determinado la disminución de ingresos, un 
informe que contenga el monto de gasto programable a reducir y la composición de dicha reducción por 
dependencia y entidad;  

c) En el caso de que la contingencia sea de tal magnitud que represente una reducción equivalente a un 
monto superior al 4 por ciento de los ingresos por impuestos previstos al trimestre a que se refiere la 
Ley de Ingresos y la estimación trimestral calendarizada, el Ejecutivo Federal enviará a dicha Cámara 
de Diputados en los siguientes 15 días hábiles posteriores al cierre del trimestre a que se haya 
determinado la disminución de ingresos, el monto de gasto a reducir y una propuesta de composición de 
dicha reducción por dependencia y entidad.  

La Cámara de Diputados, por conducto de la comisión competente en materia presupuestaria, en un 
plazo de 15 días hábiles a partir de la recepción de la propuesta, analizará la composición de ésta, con el 
fin de proponer, en su caso, modificaciones a la composición de la misma, en el marco de las 
disposiciones generales aplicables. El Ejecutivo Federal, tomando en consideración la opinión de la 
Cámara, resolverá lo conducente informando de ello a la misma. En caso de que la Cámara no emita 
opinión dentro de dicho plazo, procederá la propuesta enviada por el Ejecutivo Federal.  

IV. Los Poderes Legislativo y Judicial y los entes públicos federales deberán coadyuvar al 
cumplimiento de las normas de disciplina presupuestaria a que se refiere el presente Artículo, a través 
de ajustes autónomamente determinados a sus respectivos presupuestos, observando en lo conducente lo 
dispuesto en la fracción III de este Artículo. Asimismo, deberán reportar los ajustes realizados en los 
informes trimestrales y en la Cuenta Pública y debiendo reintegrar a la Tesorería los montos 
correspondientes al cierre del ejercicio fiscal de que se trata. 

Artículo 64. Las entidades deberán convenir y registrar ante la Secretaría sus respectivas metas de balance de 
operación, primario y financiero, en el primer bimestre de cada ejercicio fiscal.  

La Secretaría, la Función Pública y, en su caso, la dependencia coordinadora de sector, llevarán el seguimiento 
periódico del cumplimiento de dichos compromisos, el cual se deberá reportar obligatoriamente en los informes 
trimestrales.  



Capítulo V  
De la Descentralización y Asignación de Recursos a las Entidades Federativas  

Artículo 65. Las dependencias y entidades con cargo a sus presupuestos y por medio de convenios de 
coordinación que serán públicos, podrán transferir recursos presupuestarios a las entidades federativas con el 
propósito de descentralizar o reasignar la ejecución de funciones, programas o proyectos federales y, en su 
caso, recursos humanos y materiales. Dichos convenios deberán:  

Suscribirse en el primer trimestre del ejercicio fiscal con el propósito de facilitar su ejecución por parte de las 
entidades federativas, salvo en aquellos casos en que durante el ejercicio fiscal se suscriba un convenio por 
primera vez y no hubiere sido posible su previsión anual;  

Incluir criterios que aseguren transparencia en la distribución, aplicación y comprobación de recursos;  

Evitar comprometer recursos que excedan la capacidad financiera de los gobiernos de las entidades federativas;  

Especificar en su caso las fuentes de recursos de las entidades federativas que complementen los recursos 
transferidos;  

Tomar en cuenta si los objetivos pretendidos podrían alcanzarse de mejor manera transfiriendo total o 
parcialmente las responsabilidades a cargo del Gobierno Federal o sus entidades, por medio de modificaciones 
legales, y  

En el caso que involucren recursos públicos federales que no pierden su naturaleza por ser transferidos, éstos 
deberán depositarse en cuentas bancarias específicas que permitan su identificación para efectos de 
comprobación de su ejercicio y fiscalización, en los términos de las disposiciones generales aplicables.  

La Auditoría Superior de la Federación, en los términos de la Ley de Fiscalización Superior de la Federación, 
deberá acordar con los órganos técnicos de fiscalización de las legislaturas de las entidades federativas, las 
reglas y procedimientos para fiscalizar el ejercicio de los recursos públicos federales.  

Artículo 66. Los recursos que transfieren las dependencias o entidades a través de los convenios de 
reasignación para el cumplimiento de objetivos de programas federales, no pierden el carácter federal, por lo 
que éstas comprobarán los gastos en los términos de las disposiciones aplicables; para ello se sujetarán en lo 
conducente a lo dispuesto en el Artículo anterior, así como deberán verificar que en los convenios se establezca 
el compromiso de las entidades federativas de entregar los documentos comprobatorios del gasto.  

Artículo 67. Los programas y proyectos en los que sea posible identificar geográficamente a los beneficiarios, 
así como aquellos de inversión, deberán señalar en el proyecto la distribución de los recursos asignados entre 
entidades federativas en adición a las participaciones y aportaciones federales.  

Las entidades de control directo deberán indicar la regionalización de los recursos susceptibles de ser 
identificados geográficamente.  

Título Cuarto  
Del Gasto Público  

Capítulo I  
Del Ejercicio del Gasto Público Federal  

Artículo 68. Para el ejercicio del gasto público federal, los ejecutores de gasto deberán sujetarse a las 
previsiones de esta ley, y con exclusión de las previstas en las fracciones I, II y IV del Artículo 6 de esta misma 
ley, observar las disposiciones que al efecto expida la Secretaría, en congruencia con lo dispuesto en el Decreto.  



Artículo 69. La programación del gasto público federal de las entidades referidas en la fracción III del Artículo 
6 de esta ley, contenida en el proyecto, se basará en las directrices y planes nacionales de desarrollo económico 
y social que formule el Ejecutivo Federal por conducto de la Secretaría.  

La Secretaría coordinará las modificaciones que deban hacer a su programación las entidades a que se refiere 
este Artículo, a efecto de compatibilizar su contenido con el gasto público determinado en el Decreto.  

Artículo 70. Competen a la Secretaría las actividades de programación, presupuestación, control y evaluación 
del gasto público federal ejercido por las entidades a que se refiere la fracción III del Artículo 6 de esta ley, para 
lo cual dictará las disposiciones procedentes para el eficaz cumplimiento de sus funciones, en los términos 
previstos por esta ley y el Decreto.  

Las funciones análogas de los Poderes Legislativo y Judicial así como de los entes públicos federales, serán 
realizadas por la unidad que determinen sus respectivas leyes orgánicas.  

Artículo 71. Las Secretarías de estado y departamentos administrativos orientarán y coordinarán la planeación, 
programación, presupuestación, control y evaluación del gasto de las entidades a que se refiere la fracción III, 
incisos c), d) y e) del Artículo 6 que se ubiquen en el sector coordinado por los mismos.  

Artículo 72. El Decreto establecerá las disposiciones que observarán los programas sujetos a reglas de 
operación y determinará cuáles programas se sujetarán a tales reglas.  

Artículo 73. El Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaría, podrá asignar los recursos que se obtengan en 
adición de los previstos, a los programas que considere convenientes, si no existe disposición expresa en el 
Decreto y autorizará los traspasos de partidas cuando sea procedente, dándole la participación que corresponda 
a las entidades interesadas. Tratándose de ingresos derivados de empréstitos, el gasto deberá ajustarse a lo 
dispuesto por el Decreto. De los movimientos que se efectúen en los términos de este Artículo, el Ejecutivo 
Federal informará a la Cámara de Diputados al rendir la Cuenta de la Hacienda Pública Federal.  

Artículo 74. El gasto público federal deberá ajustarse al monto autorizado para los programas y partidas 
presupuestales, salvo que se trate de las partidas que se señalen como de ampliación automática en los 
presupuestos, para aquellas erogaciones cuyo monto no sea posible prever.  

Conforme a la asignación o al destino que se establezcan en el Decreto, el Ejecutivo Federal determinará la 
forma en que deberán invertirse los subsidios que se otorguen a los Estados, Municipios, instituciones o 
particulares, quienes proporcionarán a la Secretaría la información que se les solicite sobre la aplicación que 
hagan de los mismos.  

Artículo 75. Los responsables de la administración en los ejecutores de gasto serán responsables de la 
administración por resultados; para ello deberán cumplir con oportunidad y eficiencia las metas y objetivos 
previstos en sus respectivos programas, conforme a lo dispuesto en esta Ley y las demás disposiciones 
generales aplicables.  

Con base en lo anterior, la Secretaría y la Función Pública podrán suscribir con las dependencias y entidades, 
convenios o bases de desempeño, cuya vigencia podrá exceder el ejercicio fiscal correspondiente, a fin de 
establecer compromisos de resultados y medidas presupuestarias que promuevan un ejercicio más eficiente y 
eficaz del gasto público, así como una efectiva rendición de cuentas. Las dependencias y entidades que 
suscriban dichos convenios o bases se sujetarán a los controles presupuestarios establecidos en dichos 
instrumentos, conforme al marco jurídico aplicable, a sus presupuestos autorizados y a las excepciones de 
autorización que determine la Secretaría.  

Las dependencias y entidades deberán publicar en el Diario Oficial de la Federación un extracto de los 
instrumentos suscritos, incluyendo sus compromisos de resultados y, periódicamente, los resultados de 
desempeño.  



Los ejecutores de gasto deberán contar con sistemas de control presupuestario que promuevan la programación, 
presupuestación, ejecución, registro e información del gasto de conformidad con los criterios establecidos en 
esta Ley, así como que contribuyan al cumplimiento de los objetivos y metas aprobados en el Presupuesto.  

El control presupuestario en las dependencias y entidades se sujetará a las políticas y disposiciones generales 
que determinen la Secretaría y la Función Pública, en el ámbito de sus respectivas competencias. Las 
dependencias y entidades, con base en dichas políticas y disposiciones, realizarán las siguientes acciones:  

I. Los titulares de las dependencias y entidades vigilarán la forma en que las estrategias básicas y los 
objetivos de control presupuestario sean conducidos y alcanzados. Asimismo, deberán atender los 
informes que en materia de control y auditoría les sean turnados y vigilarán la implantación de las 
medidas preventivas y correctivas a que hubiere lugar;  

II. Los subsecretarios y oficiales mayores o equivalentes de las dependencias, así como los directores 
generales o equivalentes de las entidades, definirán las medidas de implementación de control 
presupuestario que fueren necesarias; tomarán las acciones correspondientes para corregir las 
deficiencias detectadas y presentarán informes periódicos sobre el cumplimiento de los objetivos del 
sistema de control, su funcionamiento y programas de mejoramiento, y  

III. Los servidores públicos responsables del sistema que controle las operaciones presupuestarias en la 
dependencia o entidad correspondiente, responderán dentro del ámbito de sus respectivas competencias. 

Los Poderes Legislativo y Judicial y los entes autónomos establecerán sistemas de control presupuestario, 
observando en lo conducente lo dispuesto en las fracciones anteriores.  

Artículo 76. El ejercicio del gasto público federal se efectuará con base en los calendarios de presupuesto que 
autorice la Secretaría, atendiendo los requerimientos de las dependencias y entidades.  

Las dependencias y entidades remitirán a la Secretaría sus proyectos de calendarios. La Secretaría autorizará los 
calendarios tomando en consideración las necesidades institucionales y la oportunidad en la ejecución de los 
recursos para el mejor cumplimiento de los objetivos de los programas.  

La Secretaría queda facultada para elaborar los calendarios de presupuesto de las dependencias y entidades, 
cuando no le sean presentados en los términos que establezca el Reglamento.  

Artículo 77. Los subejercicios de gasto en los presupuestos de las dependencias y entidades que resulten, 
deberán subsanarse en un plazo máximo de 60 días naturales a partir del día siguiente al cierre del mes en que 
se hubiere incurrido en dicho supuesto. En caso contrario, la Secretaría deberá reasignar dichos recursos a los 
programas de desarrollo social y de inversión en infraestructura aprobados en el Presupuesto. La Secretaría 
estará obligada a reportar al respecto en los informes trimestrales.  

Artículo 78. Las dependencias y entidades podrán solicitar a la Secretaría recursos que les permitan atender 
contingencias o, en su caso, gastos urgentes de operación, a través de acuerdos de ministración, siempre y 
cuando éstos se regularicen con cargo a sus respectivos presupuestos invariablemente mediante la expedición 
de una cuenta por liquidar certificada.  

Los plazos para regularizar los acuerdos de ministración y los requisitos para prorrogarlos, no podrán exceder 
del día 20 de diciembre de cada ejercicio fiscal, salvo en los casos de excepción, los cuales no podrán rebasar el 
último día hábil de enero del ejercicio fiscal siguiente.  

Artículo 79. Los créditos para financiar programas de las entidades a que se refiere la fracción III del Artículo 
6 de esta ley, se contratarán por conducto de la Secretaría o con su autorización, según sean para dependencias 
o departamentos administrativos o para los otras entidades, respectivamente.  

En todo caso, la contratación deberá ser previamente aprobada por la Secretaría, dicha aprobación será expresa 
y constará por escrito.  



Sólo podrán financiarse en los términos de este Artículo, los programas que así se determinen en el Decreto.  

Artículo 80. Los ejecutores de gasto, con cargo a sus respectivos presupuestos y de conformidad con las 
disposiciones generales aplicables, deberán cubrir las contribuciones federales, estatales y municipales 
correspondientes, así como las obligaciones de cualquier índole que se deriven de resoluciones emitidas por 
autoridad competente.  

Las adecuaciones presupuestarias que, en su caso, sean necesarias para el pago de las obligaciones a que se 
refiere el párrafo anterior, no podrán afectar el cumplimiento de los objetivos y las metas de los programas 
prioritarios aprobados en el Presupuesto. En este caso, sólo podrá cubrirse un pago hasta por un monto que no 
afecte dichos programas, sin perjuicio de que el resto de la obligación deberá pagarse en los ejercicios fiscales 
subsecuentes en los términos de las disposiciones generales aplicables.  

Artículo 81. Los gastos de seguridad pública y nacional son erogaciones destinadas a los programas, 
investigaciones, acciones y actividades que realizan las dependencias en cumplimiento de funciones oficiales.  

El ejercicio de estos recursos se sujetará a las disposiciones específicas que al efecto emitan los titulares de las 
dependencias que realicen las actividades a que se refiere el párrafo anterior.  

La adquisición de bienes destinados a las actividades de seguridad pública y nacional se entenderá devengada al 
momento en que se contraiga el compromiso de pago correspondiente.  

Artículo 82. Los ejecutores de gasto podrán celebrar contratos plurianuales de obras públicas, adquisiciones, 
arrendamientos o servicios durante el ejercicio fiscal siempre que:  

I. Identifiquen el gasto corriente o de inversión correspondiente;  

II. Justifiquen que su celebración representa ventajas económicas o que sus términos o condiciones son 
más favorables, y  

III. Desglosen el gasto a precios del año tanto para el ejercicio fiscal correspondiente, como para los 
subsecuentes. 

Las dependencias requerirán la autorización de la Secretaría para la celebración de los contratos a que se refiere 
este Artículo. En el caso de las entidades, se sujetarán a la autorización de su titular conforme a las 
disposiciones generales aplicables.  

En el caso de proyectos para prestación de servicios, las dependencias y entidades deberán sujetarse al 
procedimiento de autorización y demás disposiciones aplicables que emitan, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, la Secretaría y la Función Pública.  

Los Poderes Legislativo y Judicial y los entes públicos federales, a través de sus respectivas unidades de 
administración, podrán autorizar la celebración de contratos plurianuales siempre y cuando cumplan lo 
dispuesto en este Artículo.  

Artículo 83. La Secretaría y la Función Pública, con la participación que en su caso corresponda a la 
dependencia coordinadora de sector, y con la opinión favorable de la comisión intersecretarial de gasto 
financiamiento o su equivalente, podrán suscribir convenios o bases de desempeño con las entidades 
paraestatales, dependencias, departamentos administrativos y órganos desconcentrados a fin de establecer 
compromisos de resultados que promuevan una mayor generación de ingresos, el ejercicio más eficiente y 
eficaz del gasto público, la efectiva rendición de cuentas y el fortalecimiento o saneamiento financiero.  

La Secretaría determinará las entidades, dependencias y órganos desconcentrados con los que procede la 
celebración de convenios o bases de desempeño, respectivamente. Asimismo, la Cámara de Diputados en el 
Decreto o en la revisión de la cuenta pública, podrá determinar la celebración de los instrumentos mencionados 
y la inclusión en los mismos de acciones de fortalecimiento o saneamiento financiero.  



Artículo 84. Tratándose de recursos para actividades relacionadas con la comunicación social:  

I. No se podrán destinar recursos de comunicación social a programas que no estén considerados 
expresamente en el Decreto, ni en exceso de la asignación original aprobada, o reducida en términos de 
lo previstos por el numeral i) del inciso a) de la fracción III del Artículo 63;  

II. Sólo podrá contratarse publicidad a tarifas comerciales debidamente acreditadas y bajo órdenes de 
compra en donde se especifique el concepto, destinatarios del mensaje y pautas de difusión en medios 
electrónicos, así como la cobertura y circulación certificada del medio en cuestión.  

III. En ningún caso y bajo ninguna circunstancia podrán utilizarse recursos presupuestarios con fines de 
promoción de imagen personal de funcionarios o titulares de las dependencias o entidades;  

IV. En ningún caso y bajo ninguna circunstancia podrán utilizarse recursos presupuestarios con fines de 
promoción de la imagen institucional de la presidencia de la república, dependencias o entidades, 
excepto en aquellas dependencias que por la naturaleza de sus funciones lo requieran;  

V. Solamente podrán destinarse recursos para actividades a través de la radio y la televisión, una vez 
que hayan agotado los tiempos de transmisión asignados, tanto en los medios de difusión del sector 
público, como en aquellos que por ley otorgan al estado las empresas de comunicación que operan 
mediante concesión federal, excepto las dependencias y entidades que por la naturaleza de sus 
programas requieran de tiempos y audiencias específicos;  

VI. No podrán incrementarse los conceptos de gasto establecidos en el Decreto a comunicación social, 
ni realizarse traspasos de recursos de otros capítulos de gasto a este concepto, así como tampoco se 
otorgarán ampliaciones a las erogaciones autorizadas en el mismo, salvo en el caso de mensajes para 
atender situaciones de carácter contingente que se determinen y justifiquen como tales, conforme a lo 
previsto en las disposiciones aplicables;  

VII. La Secretaría y, en su caso, las dependencias y entidades, no podrán convenir el pago de créditos 
fiscales, ni de cualquier otra obligación de pago a favor de la dependencia o entidad, a través de la 
prestación de servicios de publicidad, impresiones, inserciones y demás relativos con las actividades de 
comunicación social. 

Artículo 85. El Decreto dispondrá la información que desglosada y por ramo de gasto, el Ejecutivo Federal, por 
conducto de la Secretaría de Gobernación, deberá rendir a la cámara sobre las erogaciones destinadas a los 
rubros de publicidad, propaganda, publicaciones oficiales y en general las relacionadas con actividades de 
comunicación social, incluyendo el uso de tiempos oficiales, los cuales deberán limitarse exclusivamente al 
desarrollo de las actividades de difusión, información o promoción de los programas de las propias 
dependencias o entidades.  

Capítulo II  
De la Ministración, el Pago y la Concentración de Recursos  

Artículo 86. La Tesorería de la Federación, por sí y a través de sus diversas oficinas, efectuará los cobros y los 
pagos correspondientes a los ejecutores de gasto previstos en los incisos a) y b) del Artículo 6 de esta ley.  

La ministración de los fondos correspondientes será autorizada en todos los casos por la Secretaría, de 
conformidad con el Decreto.  

Los Poderes Legislativo y Judicial, los entes públicos federales, y los ejecutores de gasto previstos en los 
incisos c) a e) de la fracción III del Artículo 6 recibirán y manejarán sus fondos, así como harán sus pagos a 
través de sus propias tesorerías o sus equivalentes.  

El Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaría, podrá disponer que los fondos y pagos correspondientes a 
las entidades, se manejen, temporal o permanentemente de manera centralizada en la Tesorería de la 



Federación. Asimismo, podrá suspender, diferir o determinar reducciones en la ministración de los recursos, 
cuando las dependencias y entidades no cumplan con las disposiciones de esta Ley y el Reglamento o se 
presenten situaciones supervenientes que puedan afectar negativamente la estabilidad financiera, reportando al 
respecto en los informes trimestrales.  

Artículo 87. Los ejecutores de gasto realizarán los cargos al Presupuesto, a través de cuentas por liquidar 
certificadas.  

La Secretaría podrá realizar cargos a los presupuestos de las dependencias y, en su caso, a las transferencias o 
subsidios destinadas a las entidades en el presupuesto de las dependencias coordinadoras de sector, en caso de 
desastres naturales o incumplimiento de normas o pagos, conforme a lo siguiente:  

I. La Secretaría solicitará a la dependencia que efectúe el cargo a su presupuesto. Si en un plazo de 5 
días hábiles la dependencia no realizara el cargo, la Secretaría elaborará una cuenta por liquidar 
certificada especial para efectuarlo;  

II. La dependencia cuyo presupuesto se haya afectado por la expedición de cuentas por liquidar 
certificadas especiales deberá efectuar el registro contable y presupuestario correspondiente, y  

III. En caso de presentarse incumplimiento a lo dispuesto en este Artículo, la Secretaría podrá 
suspender las ministraciones de fondos a la dependencia correspondiente. 

Artículo 88. Los ejecutores de gasto informarán a la Secretaría, a más tardar el último día de febrero de cada 
año el monto y características de su deuda pública flotante o pasivo circulante al cierre del ejercicio fiscal 
anterior.  

Artículo 89. Los adeudos de ejercicios fiscales anteriores, por su naturaleza de gasto programable estarán 
constituidos por:  

I. El pasivo contingente que corresponda al ejercicio del financiamiento por diferimiento de pagos, hasta 
por el monto del diferimiento aprobado en la Ley de Ingresos del ejercicio fiscal inmediato anterior, y  

II. El pasivo contingente que corresponda al gasto efectivamente devengado y no pagado al 31 de 
diciembre del ejercicio fiscal que corresponda y que deberá cubrirse con los correspondientes 
remanentes presupuestales del mismo ejercicio fiscal. 

Artículo 90. Concluida la vigencia de un Presupuesto sólo se harán pagos con base en el mismo, por los 
conceptos efectivamente devengados en el año que corresponda, siempre que concurran las siguientes 
circunstancias:  

I. Se hayan contabilizado debida y oportunamente las operaciones correspondientes,  

II. Se hubiere presentado el informe a que se refiere el artículo 88 de esta ley, y  

III. Se hayan depositado en la Tesorería de la Federación los remanente correspondientes al pago de 
dicho pasivo circulante. 

Los adeudos de ejercicios fiscales anteriores, no podrán exceder del monto autorizado como diferimiento de 
pago en la Ley de Ingresos del ejercicio fiscal inmediato anterior a aquel en que deba efectuarse su pago.  

Las erogaciones previstas en el Presupuesto que no se encuentren devengadas al 31 de diciembre, no podrán 
ejercerse.  

Los ejecutores de gasto, respecto de los subsidios o transferencias que reciban, que por cualquier motivo al 31 
de diciembre conserven recursos, incluyendo los rendimientos obtenidos, deberán reintegrar el importe 
disponible a la Tesorería de la Federación dentro de los 15 días naturales siguientes al cierre del ejercicio.  



Queda prohibido realizar erogaciones al final del ejercicio con cargo a ahorros y economías del Presupuesto que 
tengan por objeto evitar el reintegro de recursos a que se refiere este Artículo.  

Artículo 91. En el Decreto se establecerán los criterios y montos para determinar los contratos de adquisiciones 
y obras públicas así como los compromisos de proyectos de infraestructura productiva que requerirán 
aprobación expresa de la Cámara de Diputados para celebrarse.  

Asimismo, en dicho Decreto se establecerán los montos máximos por los que se podrán celebrar contratos de 
obras públicas, de adquisiciones o de otra índole, que rebasen las asignaciones presupuestales aprobadas para el 
año, sin embargo los compromisos excedentes no cubiertos quedarán sujetos, para los fines de su ejecución y 
pago, a la disponibilidad presupuestal de los años subsecuentes. La información correspondiente se integrará en 
un capítulo del proyecto.  

La Secretaría, conforme a las normas que se contengan en el Decreto, podrá autorizar la celebración de los 
contratos previstos en este artículo por parte de las entidades a que se refiere la fracción III del artículo 6 de esta 
ley.  

Para las entidades previstas en las fracciones I, II y IV del artículo 6 de esta ley, la autorización será otorgada 
por sus órganos competentes y en los términos dispuestos por las normas que regulen su funcionamiento.  

Artículo 92. El Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaría, expedirá las reglas generales a que se 
sujetarán las garantías que deban constituirse a favor de las dependencias y entidades previstas en la fracción III 
del Artículo 6 esta ley, en los actos y contratos que celebren. En las mismas reglas se establecerán las 
excepciones de garantizar.  

La Tesorería de la Federación será la beneficiaria de todas las garantías que se otorguen en términos del párrafo 
anterior. Dicha Tesorería conservará la documentación respectiva y, en su caso, ejercitará los derechos que 
correspondan, a cuyo efecto y con la debida oportunidad se le habrán de remitir las informaciones y 
documentos necesarios. En el caso de las entidades, sus propias tesorerías serán las beneficiarias.  

Los Poderes Legislativo y Judicial y los entes públicos federales, emitirán las reglas a que se sujetarán las 
garantías previstas en este artículo, así como las excepciones correspondientes, a través de los órganos 
competentes, en términos de las disposiciones que regulen su funcionamiento.  

Artículo 93. Los ejecutores de gasto no otorgarán garantías ni efectuarán depósitos para el cumplimiento de sus 
obligaciones de pago con cargo al Presupuesto.  

Capítulo III  
De las Adecuaciones Presupuestarias  

Artículo 94. Los ejecutores de gasto deberán sujetarse a los montos autorizados en el Presupuesto para sus 
respectivos ramos, programas y flujos de efectivo, salvo que se realicen adecuaciones presupuestarias en los 
términos que dispone esta Ley.  

Artículo 95. La Secretaría, podrá autorizar las adecuaciones presupuestarias de las entidades previstas en la 
fracción III del artículo 6 de esta ley, siempre que ello permita un mejor cumplimiento de los objetivos de los 
programas a su cargo, dichas adecuaciones se fundarán con suficiencia y se informarán a la Secretaría, para 
efectos de la integración de los informes trimestrales, así como del informe de avance de gestión financiera y la 
cuenta pública.  

Las entidades previstas en las fracciones I, II y IV del artículo 6 de esta ley, a través de sus órganos 
competentes, podrán autorizar adecuaciones a sus respectivos presupuestos siempre que permitan un mejor 
cumplimiento de los objetivos de los programas a su cargo, informando de ello en los informes tendientes a la 
integración de la cuenta pública.  



La Cámara de Diputados determinará en el Decreto, los criterios para realizar adecuaciones presupuestarias por 
ingresos adicionales.  

Artículo 96. Las adecuaciones presupuestarias que ocasionen en su conjunto una variación mayor al 10 por 
ciento del presupuesto original del ramo o de la entidad de que se trate, o representen individualmente un monto 
mayor al 1 por ciento del gasto programable original, deberán ser sometidas a la aprobación de la cámara de 
diputados mediante proyecto del Ejecutivo Federal, en los términos de la fracción IV del Artículo 74 
constitucional y de esta ley.  

Artículo 97. Las adecuaciones presupuestarias se realizarán siempre que permitan un mejor cumplimiento de 
los objetivos de los programas a cargo de las dependencias y entidades, y comprenderán modificaciones a las 
estructuras funcional programática; administrativa y económica; a los calendarios de presupuesto; así como 
ampliaciones y reducciones al Presupuesto o a los flujos de efectivo correspondientes.  

I. Modificaciones a las estructuras  

Serán adecuaciones presupuestarias externas las que requieran autorización de la Secretaría, e internas 
las que se autoricen por las dependencias y entidades bajo su responsabilidad.  

Requerirán autorización de la Secretaría, como mínimo, las siguientes adecuaciones presupuestarias que 
pretendan realizar las dependencias:  

a) Sean de una función a otra;  

b) Sean de un programa sectorial, especial o regional a otro;  

c) Correspondan a programas sujetos a reglas de operación;  

II. Los traspasos de recursos derivados de modificaciones a la estructura administrativa cuando se 
realicen de un ramo a otro;  

III. Los traspasos de recursos derivados de modificaciones a la estructura económica, cuando:  

a) Sean de gasto de inversión a gasto corriente;  

b) Afecten de forma no compensada el presupuesto total de servicios personales, incluidos los traspasos 
relacionados con las transferencias en esta materia;  

c) Afecten, aunque estén compensadas, las asignaciones destinadas a subsidios;  

d) Afecten las asignaciones federales destinadas a las entidades federativas y los municipios;  

e) Afecten las asignaciones destinadas a la deuda pública;  

f) Modifiquen la fuente de financiamiento de los programas y proyectos aprobados;  

IV. Sean adelantos a los subcalendarios de presupuesto no compensados en otro subcalendario de 
presupuesto, sin importar si este último pertenece al mismo calendario de presupuesto o a otro diferente, 
y  

V. Los traspasos de recursos derivados de erogaciones adicionales por la generación o captación de 
ingresos excedentes; y  

VI. Cuando las adecuaciones presupuestarias acumuladas representen en su conjunto o por una sola vez 
una variación mayor al 10 por ciento del presupuesto total original del ramo de que se trate o del 
presupuesto de una entidad, la Secretaría deberá reportarlo en apartado específico de los informes 



trimestrales. Con base en esta información, la Cámara de Diputados, por conducto de la comisión 
competente en materia de presupuesto, podrá emitir opinión sobre dichas adecuaciones. 

Artículo 98. Las entidades requerirán la autorización de la Secretaría únicamente para realizar las siguientes 
adecuaciones presupuestarias externas:  

I. En el caso de las entidades que reciban subsidios y transferencias:  

a) Traspasos de recursos de gasto de inversión y obra pública a gasto corriente;  

b) Traspasos que impliquen incrementar el presupuesto total regularizable de servicios personales de la 
entidad;  

c) Cambios a los calendarios de presupuesto no compensados;  

d) Las modificaciones que afecten los balances primario y de caja;  

e) Las modificaciones a los subsidios que otorguen con cargo a recursos presupuestarios;  

II. En el caso de las entidades de control directo que no reciban subsidios y transferencias, respecto de 
las adecuaciones a que se refieren los incisos b), c) y d) anteriores, y  

III. En el caso de las entidades de control indirecto que no reciban subsidios y transferencias, respecto 
de las adecuaciones a que se refieren los incisos b) y d) de la fracción I del presente Artículo. 

Artículo 99. Los Poderes Legislativo y Judicial y los entes públicos federales, a través de sus respectivas 
unidades de administración, podrán autorizar adecuaciones a sus respectivos presupuestos siempre que 
permitan un mejor cumplimiento de los objetivos de los programas a su cargo. Dichas adecuaciones deberán ser 
informadas al Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaría, para efectos de la integración de los informes 
trimestrales y la Cuenta Pública.  

Capítulo IV  
De la Austeridad y Disciplina Presupuestaria  

Artículo 100. Los ejecutores de gasto, en el ejercicio de sus respectivos presupuestos, deberán tomar medidas 
para racionalizar el gasto destinado a las actividades administrativas y de apoyo, sin afectar el cumplimiento de 
las metas de los programas aprobados en el Presupuesto.  

Los ahorros generados como resultado de la aplicación de dichas medidas podrán destinarse, en los términos de 
las disposiciones generales aplicables, a los programas del ejecutor de gasto que los genere.  

Artículo 101. Los ejecutores de gasto podrán realizar contrataciones de prestación de servicios de asesoría, 
consultoría, estudios e investigaciones, siempre y cuando:  

I. Cuenten con recursos para dichos fines en el Presupuesto;  

II. Las personas físicas y morales que presten los servicios no desempeñen funciones iguales o 
equivalentes a las del personal de plaza presupuestaria;  

III. Las contrataciones de servicios profesionales sean indispensables para el cumplimiento de los 
programas autorizados;  

IV. Se especifiquen los servicios profesionales a contratar, y  

V. Se apeguen a lo establecido en el Presupuesto y las demás disposiciones generales aplicables. 



Artículo 102. Los titulares de los ejecutores de gasto autorizarán las erogaciones por concepto de gastos de 
orden social, congresos, convenciones, exposiciones, seminarios, espectáculos culturales o cualquier otro tipo 
de foro o evento análogo, en los términos de las disposiciones generales aplicables; no se autorizará la 
ampliación de las partidas presupuestales originales para tales fines.  

Los ejecutores de gasto deberán integrar expedientes que incluyan, entre otros, los documentos con los que se 
acredite la contratación u organización requerida, la justificación del gasto, los beneficiarios, los objetivos y 
programas a los que se dará cumplimiento.  

Capítulo V  
De los Servicios Personales  

Artículo 103. El gasto en servicios personales aprobado en el Presupuesto comprende la totalidad de recursos 
para cubrir:  

I. Las remuneraciones que constitucionalmente correspondan a los servidores públicos de los ejecutores 
de gasto por concepto de percepciones ordinarias y extraordinarias, incluyendo funcionarios públicos; 
personal militar; personal docente; personal de las ramas médica, paramédica y grupos afines; personal 
de enlace; así como personal operativo de base y confianza;  

II. Las aportaciones de seguridad social;  

III. Las primas de los seguros que se contratan en favor de los servidores públicos y demás asignaciones 
autorizadas en los términos de la legislación laboral y de esta Ley, y  

IV. Las obligaciones fiscales que generen los pagos a que se refieren las fracciones anteriores, conforme 
a las disposiciones generales aplicables. 

Artículo 104. Los ejecutores de gasto, al realizar pagos por concepto de servicios personales, deberán observar 
lo siguiente:  

I. Sujetarse a su presupuesto aprobado conforme a lo previsto en esta Ley;  

II. Sujetarse a los tabuladores de remuneraciones en los términos previstos en las disposiciones 
generales aplicables;  

III. En materia de incrementos en las percepciones, deberán sujetarse estrictamente a las previsiones 
salariales y económicas a que se refiere esta Ley, aprobadas específicamente para este propósito por la 
Cámara de Diputados en el Presupuesto;  

IV. Sujetarse, en lo que les corresponda, a lo dispuesto en las leyes laborales y las leyes que prevean el 
establecimiento de servicios profesionales de carrera, así como observar las demás disposiciones 
generales aplicables. En el caso de las dependencias y entidades, deberán observar adicionalmente la 
política de servicios personales que establezca el Ejecutivo Federal;  

V. En materia de percepciones extraordinarias, sujetarse a las disposiciones generales aplicables y 
obtener las autorizaciones correspondientes.  

Las percepciones extraordinarias no constituyen un ingreso fijo, regular ni permanente, ya que su 
otorgamiento se encuentra sujeto a requisitos y condiciones futuras de realización incierta. Dichos 
conceptos de pago en ningún caso podrán formar parte integrante de la base de cálculo para efectos de 
indemnización o liquidación;  

VI. Las dependencias deberán cubrir los pagos en los términos autorizados por la Secretaría y, en el 
caso de las entidades, adicionalmente por acuerdo del órgano de gobierno;  



VII. Las adecuaciones presupuestarias al gasto en servicios personales deberán realizarse conforme a lo 
dispuesto en esta Ley;  

VIII. Abstenerse de contraer obligaciones en materia de servicios personales que impliquen 
compromisos en subsecuentes ejercicios fiscales, salvo en los casos permitidos en esta Ley;  

IX. Abstenerse de contratar trabajadores eventuales, salvo que tales contrataciones se encuentren 
previstas en el respectivo presupuesto destinado a servicios personales, y  

X. Sujetarse a las disposiciones generales aplicables para la autorización de los gastos de representación 
y de las erogaciones necesarias para el desempeño de comisiones oficiales. 

Artículo 105. La Secretaría y la Función Pública, en el ámbito de sus respectivas competencias, emitirán el 
manual de remuneraciones de los servidores públicos de las dependencias y entidades, el cual incluirá el 
tabulador de percepciones ordinarias y las reglas para su aplicación, conforme a las remuneraciones autorizadas 
en el Presupuesto. Los Poderes Legislativo y Judicial y los entes públicos federales, por conducto de sus 
respectivas unidades de administración, emitirán sus manuales de remuneraciones incluyendo el tabulador y las 
reglas correspondientes, conforme a lo señalado anteriormente.  

Los manuales a que se refiere este Artículo deberán publicarse en el Diario Oficial de la Federación a más 
tardar el último día hábil de mayo de cada año.  

Artículo 106. Los movimientos que realicen los ejecutores de gasto a sus estructuras orgánicas, ocupacionales 
y salariales, así como a las plantillas de personal, deberán realizarse mediante adecuaciones presupuestarias 
dentro del gasto en servicios personales referido en el numeral iii) del inciso a) de la fracción III del Artículo 63 
de esta Ley, que en ningún caso incrementarán el presupuesto regularizable de servicios personales del ejercicio 
fiscal inmediato siguiente, salvo en el caso de la creación de plazas conforme a los recursos previstos 
específicamente para tal fin en el Presupuesto en los términos de esta ley.  

En el caso de las dependencias y entidades, adicionalmente a lo dispuesto en el párrafo anterior, deberán 
observar las disposiciones generales aplicables al servicio profesional de carrera y, en su caso, obtener las 
autorizaciones correspondientes de la Función Pública.  

Artículo 107. Los ejecutores de gasto que establezcan percepciones extraordinarias en favor de los servidores 
públicos a su cargo, por concepto de estímulos al desempeño destacado o reconocimientos e incentivos 
similares, deberán sujetarse a lo siguiente:  

I. Los estímulos deberán otorgarse en los términos que dispongan el Artículo 9 de la Ley de Planeación, 
la Ley del Servicio Profesional de Carrera en la Administración Pública Federal, la Ley de Premios, 
Estímulos y Recompensas Civiles, o en las demás leyes que prevean expresamente percepciones 
extraordinarias similares;  

II. Los recursos para cubrir los estímulos deberán estar previstos en sus respectivos presupuestos;  

III. Los esquemas para el otorgamiento de los estímulos en las dependencias y entidades deberán contar 
con la autorización de la Secretaría, por lo que respecta al control presupuestario, y  

IV. Los estímulos sólo podrán ser cubiertos a los servidores públicos que cuenten con nombramiento y 
ocupen una plaza presupuestaria. 

Artículo 108. Los ejecutores de gasto podrán celebrar contratos de prestación de servicios profesionales por 
honorarios con personas físicas con cargo al presupuesto de servicios personales, únicamente cuando se reúnan 
los siguientes requisitos:  

I. Los recursos destinados a celebrar tales contratos deberán estar expresamente previstos para tal efecto 
en sus respectivos presupuestos autorizados de servicios personales;  



II. Los contratos no podrán exceder la vigencia anual de cada Presupuesto;  

III. La persona que se contrate no deberá realizar actividades o funciones equivalentes a las que 
desempeñe el personal que ocupe una plaza presupuestaria, salvo las excepciones que se prevean en el 
Reglamento;  

IV. Los contratos deberán registrarse ante la Secretaría dentro de los 30 días naturales siguientes a su 
celebración. En el caso de los Poderes Legislativo y Judicial y de los entes autónomos, deberán 
registrarse ante sus respectivas unidades de administración, y  

V. El monto mensual bruto que se pacte por concepto de honorarios no podrá rebasar los límites 
autorizados conforme a lo dispuesto en el Reglamento, quedando bajo la estricta responsabilidad de las 
dependencias y entidades que la retribución que se fije en el contrato guarde estricta congruencia con las 
actividades encomendadas al prestador del servicio. En el caso de los Poderes Legislativo y Judicial y 
de los entes públicos federales, no podrán rebasar los límites fijados por sus respectivas unidades de 
administración. 

Tratándose de las entidades, además se apegarán a los acuerdos de sus respectivos órganos de gobierno, los que 
deberán observar y cumplir las disposiciones generales aplicables.  

Los ejecutores de gasto deberán reportar en los informes trimestrales y la Cuenta Pública las contrataciones por 
honorarios que realicen durante el ejercicio fiscal.  

Artículo 109. La Secretaría será responsable de establecer y operar un sistema integral de administración de 
recursos humanos de la Administración Pública Federal, con el fin de optimizar y uniformar el control 
presupuestario de los servicios personales.  

La Función Pública será responsable de llevar un registro de personal civil de las dependencias y entidades y 
para tal efecto estará facultada para dictar las normas que considere procedentes. El registro del personal militar 
lo llevarán las Secretarías de la Defensa Nacional y de Marina, según corresponda.  

Los Poderes Legislativo y Judicial y los entes autónomos, por conducto de sus respectivas unidades de 
administración, podrán convenir con la Secretaría y la Función Pública la manera de coordinarse en el registro 
del personal de dichos ejecutores de gasto.  

Artículo 110. Salvo lo previsto en las leyes, el Ejecutivo Federal, por conducto de la Función Pública, 
determinará en forma expresa y general cuándo procederá aceptar la compatibilidad para el desempeño de dos o 
más empleos o comisiones con cargo a los presupuestos de las dependencias y entidades, sin perjuicio del 
estricto cumplimiento de las tareas, horarios y jornadas de trabajo que correspondan. En todo caso, los 
interesados podrán optar por el empleo o comisión que les convenga.  

Artículo 111. La acción para exigir el pago de las remuneraciones prescribirá en un año contado a partir de la 
fecha en que sean devengados o se tenga derecho a percibirlas. El mismo término será aplicable a las 
recompensas y las pensiones de gracia a cargo del Erario Federal.  

La prescripción sólo se interrumpe por gestión de cobro hecha por escrito.  

Artículo 112. Cuando algún servidor público fallezca y tuviere cuando menos una antigüedad en el servicio de 
seis meses, los familiares o quienes hayan vivido con él en la fecha del fallecimiento y se hagan cargo de los 
gastos de inhumación, recibirán hasta el importe de cuatro meses de las percepciones ordinarias que estuviere 
percibiendo en esa fecha.  

Capítulo VI  
De la Enajenación de Bienes del Patrimonio Inmobiliario Federal y Paraestatal  



Artículo 113. El Ejecutivo Federal, por conducto de la Consejería Jurídica del Ejecutivo Federal, solicitará a la 
Cámara de Diputados autorización para la enajenación de bienes que conformen el patrimonio inmobiliario 
federal y paraestatal.  

En la solicitud que se presente se detallarán la ubicación, dimensiones, precio de la enajenación, destinos que se 
pretenden para los recursos obtenidos por esa vía, datos del adquirente y se acompañará el levantamiento 
topográfico, constancia de inscripción en el registro público de la propiedad federal y avalúo del inmueble de 
referencia.  

En su caso, sólo podrá iniciarse el procedimiento de desincorporación cuando la Cámara de Diputados otorgue 
la autorización para la enajenación respectiva.  

Artículo 114. La Cámara de Diputados, por conducto de la comisión dictaminadora que señalen sus normas de 
regulación interna, realizará las actuaciones que estime necesarias para allegarse de los elementos tendientes a 
dictaminar la solicitud recibida. Con la misma finalidad podrán escucharse opiniones de los titulares de los 
poderes ejecutivos de las entidades federativas en que se localice el inmueble así como de los presidentes 
municipales correspondientes.  

La Cámara de Diputados podrá determinar el destino de los recursos obtenidos por la enajenación de bienes del 
patrimonio inmobiliario federal y paraestatal, en la autorización correspondiente o, de manera general, en el 
Decreto.  

Artículo 115. En la escritura respectiva se insertará el contenido de la autorización otorgada por la Cámara de 
Diputados.  

Artículo 116. El Ejecutivo Federal informará, en capítulo especial de la cuenta pública, la aplicación que se 
hiciere de los ingresos obtenidos por la enajenación de los bienes autorizada por la Cámara de Diputados.  

Artículo 117. Se sancionará con las penas correspondientes al delito de ejercicio indebido del servicio público, 
a quien ordene o lleve a cabo las enajenaciones de inmuebles en contravención de lo dispuesto en este capítulo.  

Capítulo VII  
De los Subsidios, Transferencias y Donativos  

Artículo 118. El Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaría, autorizará la ministración de los subsidios y 
transferencias que con cargo a los presupuestos de las dependencias y, en su caso de las entidades, se hayan 
aprobado en el Presupuesto. La Secretaría podrá reducir, suspender o terminar la ministración de subsidios y 
transferencias cuando las dependencias y entidades no cumplan lo establecido en esta Ley o en el Presupuesto.  

Los titulares de las dependencias y entidades, con cargo a cuyos presupuestos se autorice la ministración de 
subsidios y transferencias, serán responsables, en el ámbito de sus competencias, de que éstos se otorguen y 
ejerzan conforme a las disposiciones generales aplicables.  

Las dependencias podrán suspender las ministraciones de fondos a los órganos administrativos desconcentrados 
o a las entidades, cuando éstos no cumplan con las disposiciones generales aplicables. Las dependencias que 
suspendan la ministración de recursos deberán informarlo a la Secretaría.  

Artículo 119. Los subsidios deberán sujetarse a los criterios de objetividad, equidad, transparencia, publicidad, 
selectividad y temporalidad, con base en lo siguiente:  

I. Identificar con precisión a la población objetivo, tanto por grupo específico como por región del país, 
entidad federativa y municipio;  

II. En su caso, prever montos máximos por beneficiario y por porcentaje del costo total del programa.  



En los programas de beneficio directo a individuos o grupos sociales, los montos y porcentajes se 
establecerán con base en criterios redistributivos que deberán privilegiar a la población de menos 
ingresos y procurar la equidad entre regiones y entidades federativas, sin demérito de la eficiencia en el 
logro de los objetivos;  

III. Procurar que el mecanismo de distribución, operación y administración otorgue acceso equitativo a 
todos los grupos sociales y géneros;  

IV. Garantizar que los recursos se canalicen exclusivamente a la población objetivo y asegurar que el 
mecanismo de distribución, operación y administración facilite la obtención de información y la 
evaluación de los beneficios económicos y sociales de su asignación y aplicación; así como evitar que se 
destinen recursos a una administración costosa y excesiva;  

V. Incorporar mecanismos periódicos de seguimiento, supervisión y evaluación que permitan ajustar las 
modalidades de su operación o decidir sobre su cancelación;  

VI. En su caso, buscar fuentes alternativas de ingresos para lograr una mayor autosuficiencia y una 
disminución o cancelación de los apoyos con cargo a recursos presupuestarios;  

VII. Asegurar la coordinación de acciones entre dependencias y entidades, para evitar duplicación en el 
ejercicio de los recursos y reducir gastos administrativos;  

VIII. Prever la temporalidad en su otorgamiento;  

IX. Procurar que sea el medio más eficaz y eficiente para alcanzar los objetivos y metas que se 
pretenden, y  

X. Reportar su ejercicio en los informes trimestrales, incluyendo el importe de los recursos.  

XI. Las transferencias destinadas a cubrir el déficit de operación y los gastos de administración 
asociados con el otorgamiento de subsidios de las entidades y órganos administrativos desconcentrados 
serán otorgadas de forma excepcional y temporal, siempre que se justifique ante la Secretaría su 
beneficio económico y social. Estas transferencias se sujetarán a lo establecido en las fracciones V, VI y 
VIII a X de este Artículo. 

Artículo 120. Las dependencias y entidades deberán informar a la Secretaría previamente a la realización de 
cualquier modificación en el alcance o modalidades de sus programas, políticas de precios, adquisiciones, 
arrendamientos, garantías de compra o de venta, cambios en la población objetivo, o cualquier otra acción que 
implique variaciones en los subsidios y las transferencias. Cuando dichas modificaciones impliquen una 
adecuación presupuestaria o una modificación en los alcances de los programas, se requerirá autorización de la 
Secretaría conforme a lo establecido en esta Ley.  

Artículo 121. El Presupuesto señalará los programas, a través de los cuales se otorguen subsidios, que deberán 
sujetarse a reglas de operación con el objeto de asegurar que la aplicación de los recursos públicos se realice 
con eficiencia, eficacia, economía, honradez y transparencia. El Ejecutivo Federal, por conducto de la 
Secretaría, podrá seleccionar durante el ejercicio fiscal otros programas que por razones de su impacto social, 
deban sujetarse a reglas de operación.  

Las dependencias, las entidades a través de sus respectivas dependencias coordinadoras de sector o, en su caso, 
las entidades no coordinadas serán responsables de emitir las reglas de operación, previa autorización de la 
Secretaría y dictamen de la Comisión Federal de Mejora Regulatoria, conforme al procedimiento que señale el 
Reglamento. Para el caso de nuevos programas que inicien su ejecución en el siguiente ejercicio fiscal, éstas 
deberán aprobarse a más tardar dentro de los 25 días hábiles posteriores a la publicación de la Ley de Ingresos y 
el Presupuesto en el Diario Oficial de la Federación.  



Las reglas de operación de programas que hayan sido publicadas en años anteriores al ejercicio fiscal en 
cuestión, podrán modificarse en el plazo a que se refiere el párrafo anterior cuando se hayan aprobado 
modificaciones al proyecto de Presupuesto. Lo anterior, sin perjuicio de que podrán autorizarse modificaciones 
a dichas reglas durante el ejercicio fiscal de acuerdo a las necesidades de cada programa, siempre y cuando se 
cumpla con lo dispuesto en el Presupuesto.  

Para emitir su autorización, la Secretaría deberá vigilar exclusivamente que el programa no se contraponga, 
afecte, o presente duplicidades con otros programas y acciones del Gobierno Federal en cuanto a su diseño, 
beneficios, apoyos otorgados y población objetivo, así como que se cumplan las disposiciones generales 
aplicables. Por su parte, la Comisión Federal de Mejora Regulatoria deberá emitir su dictamen en los términos 
del Título Tercero A de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo.  

Las dependencias publicarán en el Diario Oficial de la Federación las reglas de operación, a más tardar a los 10 
días hábiles posteriores a que cuenten con la autorización y dictamen a que se refiere el párrafo anterior y, en su 
caso, deberán inscribir o modificar la información que corresponda en el Registro Federal de Trámites y 
Servicios, de conformidad con el Título Tercero A de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo.  

Artículo 122. Las dependencias, o las entidades a través de su respectiva dependencia coordinadora de sector, 
deberán realizar una evaluación de resultados de los programas sujetos a reglas de operación, por conducto de 
instituciones académicas y de investigación u organismos especializados, de carácter nacional o internacional, 
que cuenten con reconocimiento y experiencia en las respectivas materias de los programas.  

En el caso de los programas que se encuentren en el primer año de operación podrá realizarse una evaluación 
parcial, siempre y cuando sea factible reportar resultados.  

Las dependencias y entidades deberán reportar el resultado de las evaluaciones en los informes trimestrales que 
correspondan.  

Artículo 123. El Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaría, con base en el Presupuesto y sujetándose en 
lo conducente a lo prescrito por esta Ley, determinará la forma y términos en que deberán invertirse los 
subsidios que otorgue a las entidades federativas, a los municipios y, en su caso, a los sectores social y privado.  

Los beneficiarios a que se refiere el presente Artículo deberán proporcionar a la Secretaría la información que 
se les solicite sobre la aplicación que hagan de los subsidios.  

Artículo 124. Los ejecutores de gasto podrán otorgar donativos, siempre y cuando cumplan con lo siguiente:  

I. Deberán contar con recursos aprobados para dichos fines en sus respectivos presupuestos. Las 
dependencias, así como las entidades que reciban transferencias, no podrán incrementar la asignación 
original aprobada en sus presupuestos;  

II. El otorgamiento del donativo deberá ser autorizado en forma indelegable por el titular del respectivo 
ejecutor de gasto y, en el caso de las entidades, adicionalmente por el órgano de gobierno.  

En todos los casos, los donativos serán considerados como otorgados por la Federación;  

III. Deberán solicitar a los donatarios que demuestren estar al corriente en sus respectivas obligaciones 
fiscales, y que no son beneficiarios cuyos principales ingresos provengan del Presupuesto, salvo los 
casos que permitan expresamente las leyes, y  

IV. Deberán incluir en los informes trimestrales, el nombre o razón social, los montos entregados a los 
beneficiarios, así como los fines específicos para los cuales fueron otorgados los donativos, y las fechas 
en que se realizaron.  

V. Las dependencias y entidades que soliciten y, en su caso, ejerzan donativos provenientes del exterior 
deberán sujetarse a todas las disposiciones aplicables. 



Artículo 125. Las dependencias y entidades que reciban donativos en dinero deberán enterar los recursos a la 
Tesorería de la Federación o, en su caso, a la respectiva tesorería y para su aplicación deberán solicitar la 
ampliación correspondiente a su presupuesto conforme a esta Ley.  

Capítulo VIII  
De la Contabilidad Gubernamental  

Artículo 126. La contabilidad gubernamental es de aplicación obligatoria y debe ser diseñada de tal manera, 
que permita registrar la totalidad de los ingresos, costos y gastos en cuanto a su efecto patrimonial, así como a 
su aplicación presupuestal. El catálogo de cuentas debe contener la totalidad de las cuentas patrimoniales de 
activo, pasivo, ingresos, costos, gastos, obligaciones contingentes, así como el patrimonio de la hacienda 
pública. Dicho catálogo incluirá las cuentas presupuestales como cuentas de orden que deben contener los 
distintos procesos del ejercicio presupuestal: el presupuesto autorizado, comprometido, pagado y por ejercer.  

Artículo 127. El registro de la contabilidad gubernamental se realizará de conformidad con las normas o los 
principios de contabilidad para el sector gobierno emitidas por el Secretaría. Dichos principios tendrán por 
objeto que la información financiera gubernamental permita a los distintos lectores conocer la situación 
financiera, los resultados de operación, los cambios patrimoniales, el origen y la aplicación de los recursos 
financieros de los órganos públicos gubernamentales, así como los ingresos presupuestales y el ejercicio 
presupuestal del gasto público.  

Artículo 128. Los estados financieros y presupuestales presentados en la cuenta de la hacienda pública federal 
son el producto final de la contabilidad gubernamental consolidada. Dichos estados deberán ser veraces, 
confiables, oportunos y relevantes, a efecto de presentar información útil para la toma de decisiones y servir 
como instrumento de autoevaluación de la gestión financiera de los órganos públicos.  

Artículo 129. Los órganos públicos deberán registrar en la contabilidad gubernamental las operaciones que 
realicen y emitir la información financiera patrimonial bajo la base contable acumulativa, debiéndose reconocer 
las transacciones o eventos cuando ocurren o se devenguen con independencia del momento del pago o 
recepción del efectivo.  

El registro del presupuesto debe permitir la emisión mensual y acumulada anual, de información sobre su 
ejercicio presupuestal referido a ingresos y egresos. La información presupuestal deberá ser incorporada a los 
registros de la contabilidad gubernamental y conciliada mensualmente con la información financiera 
patrimonial en cuanto ingresos, egresos y resultados.  

Los sistemas de contabilidad gubernamental deben ser específicos y aplicables a cada ente público, de acuerdo 
a su organización, actividad y necesidad de información.  

Artículo 130. Las operaciones que representen flujo de efectivo deben ser registradas mediante un doble 
asiento contable; uno, para registrar el avance presupuestal de las operaciones en cuentas de orden y, otro; para 
registrar su efecto patrimonial, las demás operaciones y sucesos económicos identificables y cuantificables, 
solamente requerirán de un asiento contable patrimonial.  

Artículo 131. Los ingresos presupuestales son aquellos considerados en la ley de ingresos de la federación, 
sean tributarios o no tributarios.  

Se consideran ingresos presupuestales también las contribuciones causadas en ejercicios anteriores pendientes 
de liquidar, que sean susceptibles de recaudarse en el ejercicio.  

Los recargos, las sanciones, los gastos de ejecución y demás accesorios participan de la naturaleza del ingreso 
del que deriven en términos del Código Fiscal de la Federación.  

Artículo 132. Los egresos presupuestales se refieren a todos aquellos conceptos que, a nivel de efectivo, deben 
figurar en el presupuesto; se clasifican como sigue:  



I. Gasto corriente, que se integra por los siguientes capítulos;  

II. Transferencias, que se integra por los siguientes capítulo;  

III. Gasto de inversión, que se integra por los siguientes capítulos;  

IV. Deuda pública, que se integra por los siguientes capítulos;  

V. Otras erogaciones. 

Artículo 133. Los ingresos patrimoniales se deben registrar cuando se devenguen o exista el derecho sobre 
ellos, independientemente de la fecha de cobro. Entre los ingresos patrimoniales se encuentran:  

I. Los créditos fiscales definidos como tales por el código fiscal de la federación así como sus 
accesorios.  

II. Los obtenidos por la venta de bienes y servicios de los organismos y entidades paraestatales.  

III. El reconocimiento del incremento del valor de acciones o títulos representativos de inversiones en 
empresas del sector paraestatal conforme al método de participación.  

IV. Los donativos en efectivo recibidos, y  

V. Otras de naturaleza análoga a los anteriores. 

Artículo 134. Los costos y gastos patrimoniales se deben registrar cuando hay conocimiento y una obligación 
real o formal de ellos, independientemente de la fecha de pago. Entre dichos costos y gastos se encuentran:  

I. Los costos de bienes adquiridos y servicios consumidos durante el año presupuestal, que no hayan 
sido pagados al cierre del periodo.  

II. Los intereses devengados.  

III. El monto de la depreciación por el uso de los activos para prestar servicios, en el ejercicio.  

IV. El reconocimiento de las obligaciones laborales devengadas por los trabajadores de la entidad, por 
el transcurso del tiempo.  

V. El reconocimiento de las provisiones necesarias, para castigar cuentas con imposibilidad práctica de 
cobro.  

VI. El reconocimiento de las provisiones necesarias, para castigar los valores de inventarios de 
suministros y bienes que se han demeritado.  

VII. El reconocimiento de la pérdida del valor de acciones o títulos representativos de inversiones en 
empresas del sector paraestatal.  

VIII. El monto de daños adjudicados en juicio, a cargo de la entidad.  

IX. Las pérdidas por fluctuaciones cambiarias, y  

X. Otras de carácter análogo a los anteriores. 

Artículo 135. Deben registrarse como activo, los ingresos patrimoniales que estén pendientes de cobro.  



Artículo 136. Se deben registrar como pasivo las obligaciones presentes de cubrir a terceros, que tengan como 
origen transacciones efectuadas que sean producto de responsabilidad objetiva o de cualquiera otra fuente de 
obligación que implique un deber cuantificable económicamente, tales como:  

I. Obligaciones derivadas de financiamientos;  

II. Obligaciones derivadas de adquisición de bienes o servicios.  

III. Las retenciones a terceros por concepto de impuestos, derechos, aprovechamientos y 
penalizaciones; y otros de naturaleza análoga.  

IV. Obligaciones de carácter laboral.  

V. Cobros anticipados por venta de bienes y prestación de servicios, y  

VI. Las demás de naturaleza análoga a los anteriores. 

Las contingencias que existan como consecuencia de sucesos pasados, cuya evidencia probable de lugar a 
obligaciones presentes que requieran la salida de recursos, cuyo monto puede ser estimado razonablemente, 
también deberán ser reconocidas como pasivo mediante el registro de la provisión correspondiente.  

Artículo 137. Los bienes adquiridos por los órganos públicos como tangibles o construidos con el propósito de 
su utilización o usufructo para el cumplimiento de sus objetivos y no para su comercialización recurrente, así 
como de aquellos destinados al uso de terceros, deben ser considerados como activo fijo y ser valuados, para su 
registro, a su costo de adquisición, de construcción o a su valor razonable equivalente, según sea el caso, 
incluyendo los costos y gastos directos e indirectos necesarios para permitir su funcionamiento.  

En caso de cambios considerables en el poder adquisitivo de la moneda que afecten significativamente el valor 
de los activos fijos, se atenderá a lo que establezcan las normas de información financiera emitidas por la 
Secretaría.  

En el caso de activos recibidos en donación, se les debe asignar el valor determinado en el documento que 
corresponda o mediante avalúo.  

La distribución del costo de los activos fijos entre los ejercicios que comprende su vida útil probable, se llevará 
a cabo mediante el registro contable de la depreciación, atendiendo al método y reglas específicas aplicables a 
cada órgano público, a efecto de presentar sus valores netos en los estados financieros del ejercicio que se trate.  

Artículo 138. Las cuentas patrimoniales están representadas por las aportaciones del gobierno federal, por la 
inversión física o gasto de capital que efectúen los órganos públicos, así como por las donaciones en especie 
que reciban y sus resultados financieros acumulados.  

Asimismo, dichas cuentas serán afectadas por los efectos de la reexpresión de las cifras patrimoniales, así como 
por el superávit resultante de avalúos practicados sobre bienes muebles e inmuebles.  

Artículo 139. El registro de las operaciones señaladas y la preparación de informes financieros, se realizarán 
bajo los lineamientos establecidos en el sistema de contabilidad diseñado, que deberá operarse en forma que 
facilite la fiscalización de los activos, pasivos, ingresos, costos, gastos, avances en la ejecución de programas y 
en general de manera que permita medir la eficiencia en el ejercicio del gasto público federal, en la 
administración de la deuda, incluyendo las obligaciones contingentes y en la conservación del patrimonio de la 
hacienda pública.  

Artículo 140. El sistema de contabilidad gubernamental deberá quedar plasmado en un manual de contabilidad 
gubernamental que contendrá, cuando menos: el catálogo de cuentas, la guía contabilizadora, las políticas de 
registro y reglas de preparación y presentación de estados financieros y presupuestales, que deberán ser acordes 
con las normas de contabilidad emitidas por la Secretaría.  



Con objeto de armonizar los registros contables y la información financiera y presupuestal, las operaciones 
realizadas por los órganos públicos se registrarán con base en el catálogo único de cuentas establecido por la 
Secretaría.  

La Secretaría supervisará la implantación de los catálogos de cuentas de los órganos públicos para que se 
apliquen correctamente; para tal efecto, solicitará se los envíen para someterlos a revisión que incluirá, en su 
caso, la opinión de la Secretaría de la función pública a efecto de que se libere su aplicación en un lapso no 
mayor de treinta días naturales posteriores a la fecha de recepción de dichos catálogos.  

La Secretaría emitirá los lineamientos para integrar los catálogos de cuentas a que deberán ajustarse los órganos 
públicos para un registro uniforme de sus operaciones financieras y presupuestarias. Dichos catálogos estarán 
integrados por los siguientes grupos de cuentas:  

I. Activo  

II. Pasivo  

III. Patrimonio  

IV. Ingresos  

V. Costos y gastos  

VI. De orden, incluyendo las cuentas de control presupuestal. 

Artículo 141. El sistema de contabilidad gubernamental, captará y registrará las operaciones financieras, 
presupuestales, y contingentes, a efecto de suministrar información que coadyuve a la toma de decisiones, la 
transparencia, la evaluación de las actividades efectuadas y la rendición de cuentas corresponderán a la 
Secretaría a través de la unidad de contabilidad gubernamental operar dicho sistema y emitir disposiciones 
específicas al respecto.  

La Secretaría, examinará periódicamente el funcionamiento del sistema y los procedimientos de contabilidad y 
podrá autorizar su modificación o simplificación.  

Artículo 142. La contabilidad de los órganos públicos deberá contener registros auxiliares que:  

I. Muestren los avances presupuestales, así como los costos y gastos de sus programas y proyectos, con 
objeto de facilitar su evaluación en el ejercicio del gasto público; y  

II. Permitan el control y conocimiento individual de los distintos saldos de cada cuenta de balance o 
resultados. 

Artículo 143. Es responsabilidad de los servidores públicos encargados del registro, preparación y presentación 
de la información financiera y presupuestal que la contabilización de las operaciones esté respaldada por los 
documentos comprobatorios y justificativos originales debidamente requisitados conforme a las disposiciones 
legales aplicables, y que las cifras consignadas en la contabilidad, y los saldos de los estados financieros sean 
confiables y veraces, adoptando para ello las medidas de control necesarias.  

Los servidores públicos referidos en el párrafo anterior, están obligados a conservar en el domicilio del órgano 
público al que correspondan y a disposición de las autoridades competentes, por un plazo mínimo de 5 años, los 
registros de contabilidad principales y auxiliares e información relativa, así como los documentos justificativos 
y comprobatorios de sus operaciones.  

Las escrituras de bienes inmuebles deberán ser conservadas durante toda la vida del órgano público y hasta 5 
años más, por quien tenga obligación de hacerlo.  



La demás documentación comprobatoria de adquisiciones de activos fijos será necesario conservarla hasta 5 
años después de haber concluido su depreciación contable.  

Artículo 144. El registro presupuestario de las operaciones se efectuará en las siguientes etapas:  

I. Autorización presupuestaria por el Congreso de la Unión;  

II. Adecuación presupuestaria de conformidad con las normas aplicables;  

III. Compromiso presupuestario, a través de un documento formal que ampare la operación;  

IV. Pago de los egresos autorizados. 

Artículo 145. La contabilidad de los órganos públicos incluirá un sistema de costos, la cuantificación del valor 
de los servicios, de los recursos humanos y materiales empleados en la ejecución de cada uno de sus programas, 
conforme a sus necesidades de información de acuerdo a su objeto y que facilite la adecuada toma de 
decisiones.  

Artículo 146. La Secretaría expedirá los lineamientos para que los órganos públicos puedan desagregar las 
cuentas en subcuentas y demás registros complementarios cuidando la armonización que permita el suministro 
de información interna para la toma de decisiones administrativas y para el control en la ejecución de las 
acciones, de acuerdo con las necesidades específicas de los ejecutores.  

Capítulo IX  
De la Información Financiera Gubernamental  

Artículo 147. Los órganos públicos formularán mensualmente y al cierre del ejercicio fiscal comprendido del 1 
de enero al 31 de diciembre de cada año los siguientes estados presupuestales:  

I. Estado de ingresos presupuestales;  

II. Estado del ejercicio presupuestal del gasto. 

El estado de ingresos presupuestales debe contener los ingresos efectivamente percibidos.  

El estado del ejercicio presupuestal del gasto debe presentar los gastos efectivamente pagados.  

En información por separado reportarán las partidas presupuestales devengadas comprometidas que deben ser 
cubiertas con el presupuesto del siguiente ejercicio.  

Esta información deberá ser enviada a la Secretaría de conformidad con los formatos que la misma apruebe 
para tal efecto.  

Artículo 148. Los órganos públicos formularán mensualmente y al cierre del ejercicio fiscal comprendido del 1 
de enero al 31 de diciembre de cada año los siguientes estados financieros:  

I. Balance general o estado de situación financiera;  

II. Estado de resultados;  

III. Estado de cambios en la situación financiera o estado de origen y aplicación de recursos; y  

IV. Estado de modificación a la cuenta de la hacienda pública. 

Dichos estados deberán ser elaborados de conformidad con las normas o principios de contabilidad emitidos 
por la Secretaría.  



Artículo 149. Todos los órganos públicos deberán conciliar las cifras de sus estados financieros con los 
registros presupuestales.  

Para tal efecto deberán establecer procedimientos de análisis que permitan identificar las partidas de 
conciliación entre los ingresos financieros según el estado de resultado y los ingresos presupuestales. 
Asimismo, deberán de identificar las partidas de conciliación entre los costos y gastos reflejados en el estado de 
resultados, contra los egresos presupuestales; concluyendo finalmente con la conciliación entre el resultado 
financiero y el resultado del ejercicio presupuestal.  

Artículo 150. Los estados financieros y los presupuestales del gobierno federal, deberán publicarse 
trimestralmente en el Diario Oficial de la Federación, en el órgano de difusión de cada una de las entidades 
federativas y del Distrito Federal y, cuando menos, en tres de los diarios de mayor circulación nacional.  

Artículo 151. Los estados financieros y presupuestales que integran la cuenta de la hacienda pública y el 
informe ejecutivo de la revisión efectuada por la Auditoría Superior de la Federación, se publicarán en los 
términos del artículo anterior, dentro de los cinco días hábiles siguientes al día de su aprobación por la Cámara 
de Diputados del Congreso de la Unión.  

Artículo 152. Para cumplir con lo establecido en la fracción IV del artículo 74 constitucional, la Cuenta de la 
Hacienda Pública Federal deberá estar integrada de la siguiente manera:  

a) Estado de situación financiera del gobierno federal comparativo con el ejercicio inmediato anterior.  

b) Estado de resultados del gobierno federal comparativo con el ejercicio inmediato anterior.  

c) Estados de modificaciones a la cuenta de la hacienda pública federal comparativo con el ejercicio 
inmediato anterior.  

d) Estado de cambios a la situación financiera comparativo con el ejercicio inmediato anterior.  

e) Notas a los estados financieros del gobierno federal.  

f) Estado de ingresos presupuestales.  

g) Notas aclaratorias a las variaciones entre los ingresos presupuestados y los obtenidos.  

h) Estado del ejercicio del gasto presupuestal.  

i) Notas aclaratorias a las variaciones entre los gastos presupuestados y los ejercidos.  

j) Conciliación de las cifras presupuestales y financieras.  

k) Análisis de las variables macroeconómicas.  

l) Avance programático-presupuestal de los programas de gobierno.  

m) Indicadores estratégicos de desempeño en las principales líneas de acción del gobierno federal en 
base al plan nacional de desarrollo.  

n) Resumen ejecutivo. 

Los órganos internos de control asegurarán que las unidades administrativas competentes de cada órgano 
público cumplan con la entrega oportuna y completa de la información a que están obligadas.  

Capítulo X  
De los Trámites Electrónicos y la Afirmativa Ficta  



Artículo 153. Los ejecutores de gasto estarán facultados para realizar los trámites presupuestarios y, en su caso, 
emitir las autorizaciones correspondientes en los términos de esta Ley, mediante la utilización de documentos 
impresos con la correspondiente firma autógrafa del servidor público competente, o bien, a través de equipos y 
sistemas electrónicos autorizados por la Secretaría, para lo cual, en sustitución de la firma autógrafa, se 
emplearán medios de identificación electrónica.  

El Reglamento establecerá las disposiciones generales para la utilización de los equipos y sistemas electrónicos 
a los que se refiere este Artículo, las cuales deberán comprender, como mínimo, lo siguiente:  

I. Los trámites presupuestarios que podrán llevarse a cabo y las autorizaciones correspondientes que 
podrán emitirse;  

II. Las especificaciones de los equipos y sistemas electrónicos y las unidades administrativas que 
estarán facultadas para autorizar su uso;  

III. Los requisitos y obligaciones que deberán cumplir los servidores públicos autorizados para realizar 
los trámites y, en su caso, para emitir las autorizaciones correspondientes;  

IV. Los medios de identificación electrónica que hagan constar la validez de los trámites y 
autorizaciones llevados a cabo por los servidores públicos autorizados, y  

V. La forma en que los archivos electrónicos generados deberán conservarse, así como los requisitos 
para tener acceso a los mismos. 

El uso de los medios de identificación electrónica que se establezca conforme a lo previsto en este Artículo, en 
sustitución de la firma autógrafa, producirá los mismos efectos que las leyes otorgan a los documentos 
equivalentes con firma autógrafa y, en consecuencia, tendrán el mismo valor probatorio, para lo cual los 
ejecutores de gasto que opten por la utilización de estos medios, aceptarán en la forma que se prevenga en las 
disposiciones generales aplicables, las consecuencias y alcance probatorio de los medios de identificación 
electrónica.  

Los ejecutores de gasto, conforme a las disposiciones generales aplicables, serán responsables de llevar un 
estricto control de los medios de identificación electrónica, así como de cuidar la seguridad y protección de los 
equipos y sistemas electrónicos y, en su caso, de la confidencialidad de la información en ellos contenida.  

Los Poderes Legislativo y Judicial y los entes públicos federales, por conducto de sus respectivas unidades de 
administración, deberán celebrar convenios con la Secretaría para la utilización de los equipos y sistemas 
electrónicos a que se refiere este Artículo.  

Artículo 154. La Secretaría operará un sistema de administración financiera federal, el cual tendrá como 
objetivo reducir los costos de las operaciones de tesorería del Gobierno Federal y agilizar la radicación de los 
recursos, concentrando la información en la materia que ayude a fortalecer al proceso presupuestario. Los 
Poderes Legislativo y Judicial y los entes públicos federales, por conducto de sus respectivas unidades de 
administración, deberán celebrar convenios con la Secretaría para la implantación del sistema en el ámbito de 
sus respectivas competencias.  

Los ejecutores de gasto incorporarán al citado sistema la información financiera, conforme a las disposiciones 
generales que para tal fin emita la Secretaría.  

Artículo 155. La Secretaría resolverá las solicitudes sobre autorizaciones en materia presupuestaria que 
presenten las dependencias y entidades, dentro de los plazos que al efecto se establezcan en las disposiciones 
generales aplicables. Transcurrido el plazo correspondiente sin que se hubiere emitido respuesta a la solicitud 
respectiva, ésta se entenderá resuelta en sentido afirmativo en aquellos casos y con los requisitos que 
expresamente señale el Reglamento.  



A petición del interesado, la Secretaría deberá expedir constancia de tal circunstancia dentro de los cinco días 
hábiles siguientes a la presentación de la solicitud respectiva.  

Título Quinto  
De la Cuenta Pública  

Capítulo I  
De la Cuenta Pública  

Artículo 156. La cuenta pública es la información de la gestión financiera de los ejecutores de gasto público 
federal, sobre la administración, manejo, custodia y aplicación de los ingresos, egresos, fondos y en general, de 
los recursos públicos que éstos utilicen para la ejecución de los objetivos contenidos en los programas federales 
aprobados, durante el ejercicio fiscal del 1 de enero al 31 de diciembre de cada año.  

La Cámara de Diputados revisará la cuenta pública y al efecto, comprobará que la recaudación, administración, 
manejo, custodia y aplicación de los ingresos y egresos federales durante el ejercicio fiscal, se realizaron en los 
términos de la ley de ingresos y del Decreto, con base en los programas aprobados y de conformidad con las 
demás disposiciones aplicables.  

Para lo anterior, el ejecutivo federal le enviará a más tardar dentro de los primeros 10 días de junio del año 
siguiente al ejercicio fiscal de que se trate, el informe consolidado de los ejecutores de gasto y le entregará, 
poniendo a su disposición, los siguientes datos y documentos:  

I. Los estados contables, financieros, presupuestarios, económicos y programáticos;  

II. La información que muestre el registro de las operaciones derivadas de la aplicación de la ley de 
ingresos y del ejercicio del presupuesto;  

III. Los efectos o consecuencias de las mismas operaciones y de otras cuentas en el activo y pasivo 
totales de la hacienda pública federal y en su patrimonio neto, incluyendo el origen y aplicación de los 
recursos, y  

IV. El resultado de las operaciones de los poderes de la unión y entes públicos federales, además de los 
estados detallados de la deuda pública federal. 

Asimismo, el Ejecutivo Federal presentará, de manera consolidada, el informe de avance de la gestión 
financiera de los ejecutores de gasto y, trimestralmente, los informes sobre la situación económica, las finanzas 
públicas y la deuda pública.  

Artículo 157. En los informes trimestrales, los ejecutores de gasto proporcionarán la información indicando los 
avances de los programas sectoriales y especiales más relevantes dentro del presupuesto, así como las 
principales variaciones en los objetivos y en las metas de los mismos, y la información que permita dar un 
seguimiento al presupuesto en el contexto de la estructura programática.  

Será responsabilidad de cada ejecutor de gasto, conforme su marco institucional, que los informes mencionados 
contengan la siguiente información:  

I. Los ingresos excedentes y su aplicación; así como los ingresos recaudados u obtenidos en términos de 
la ley de ingresos;  

II. Los ajustes que se realicen en caso de disminución de ingresos;  

III. Las erogaciones correspondientes al costo financiero de la deuda pública del gobierno federal y de 
las entidades, así como sobre las erogaciones derivadas de operaciones y programas de saneamiento 
financiero, y de programas de apoyo a ahorradores y deudores de la banca;  



La información sobre deuda pública deberá incluir un apartado que refiera las operaciones activas y 
pasivas del instituto para la protección al ahorro bancario, así como de su posición financiera, 
incluyendo la relativa a la enajenación de bienes, colocación de valores y apoyos otorgados;  

IV. Las erogaciones relacionadas con actividades de comunicación social de las dependencias y 
entidades, las cuales serán presentadas en un apartado especial;  

V. El informe detallado de la composición de plazas;  

VI. Las reducciones, diferimientos o cancelaciones de programas que se realicen, cuando las variaciones 
superen el 10% de los respectivos presupuestos, anexando la estructura programática modificada;  

VIII. Los convenios y bases de desempeño que en el periodo hayan sido firmados con las entidades, 
dependencias y órganos administrativos desconcentrados. asimismo, con base en las respectivas 
evaluaciones, se informará sobre la ejecución de los convenios y bases, así como las medidas adoptadas 
para su debido cumplimiento;  

VIII. La constitución de fideicomisos que sean considerados entidades, las modificaciones a los 
contratos o al patrimonio y cualquier otra variación, incluyendo los montos con que se constituyan o 
modifiquen;  

IX. Los ingresos de recursos públicos otorgados en el periodo, incluyendo rendimientos financieros; 
egresos realizados en el periodo; destino y saldo de aquellos fondos y fideicomisos no considerados 
entidad, así como de la subcuenta de aquéllos constituidos por entidades federativas o particulares;  

X. Las adecuaciones a los montos presupuestarios que representen una variación mayor al 10 por ciento 
en alguno de los ramos o de los presupuestos de las entidades que comprende este presupuesto, o 
representen un monto mayor al 1 por ciento del gasto programable;  

XI. Los avances físicos y financieros, así como la evolución de compromisos y los flujos de ingresos y 
gastos de los programas y proyectos de inversión y de los proyectos de infraestructura productiva de 
largo plazo;  

XII. Las adecuaciones a la estacionalidad trimestral del gasto público;  

XIII. El saldo total y las operaciones realizadas durante el periodo con cargo al fondo de 
desincorporación de entidades;  

XIV. Un reporte sobre las sesiones de la comisión intersecretarial de gasto financiamiento, incluyendo 
los acuerdos y la asistencia a las mismas de los titulares de las dependencias y, en su caso, de los 
subsecretarios que la integran, en los términos de los artículos segundo, tercero, cuarto y octavo del 
acuerdo por el que se crea con carácter permanente dicha comisión. Asimismo, un reporte sobre el grado 
de avance en el cumplimiento de los acuerdos de la comisión por parte de las dependencias y entidades;  

XV. Un informe sobre las sesiones de la comisión intersecretarial de desincorporación, incluyendo los 
acuerdos, con base en los artículos segundo, sexto y décimo del acuerdo que crea dicha comisión. 
Asimismo, un reporte sobre el grado de avance en el cumplimiento de los acuerdos de la comisión por 
parte de las dependencias y entidades;  

XVI. El monto y el costo de la compra de energía a la comisión federal de electricidad, por parte de luz 
y fuerza del centro;  

XVII. Los donativos que se otorguen y se reciban;  



XVIII. Las medidas que, en su caso, se autoricen para cubrir la compensación económica a los 
servidores públicos que decidan concluir en definitiva la prestación de sus servicios en la administración 
pública federal; así como el número de plazas canceladas, y  

XIX. Los convenios de reasignación de recursos federales a las entidades federativas y sus 
modificaciones; 

Los poderes legislativo y judicial, así como los entes públicos federales, deberán enviar a la Secretaría la 
información necesaria para efectos de su integración al informe trimestral a que se refiere este artículo, a más 
tardar 10 días hábiles antes de la fecha de entrega del informe trimestral correspondiente.  

Para la presentación de los informes a que se refiere este artículo, la Secretaría los publicará en su página 
electrónica de Internet. Los tomos de este informe, incluirán la distribución programática, sectorial y/o 
funcional del gasto, desagregada por dependencia y entidad, función, subfunción, programas, actividad 
institucional, actividad prioritaria y unidad responsable conforme al Decreto respectivo.  

Los informes a que se refiere este artículo deberán integrarse bajo una metodología que permita hacer 
comparaciones consistentes a lo largo del ejercicio fiscal, para lo cual la Secretaría remitirá a más tardar el 15 
de febrero a las dependencias y entidades la metodología respectiva, informando de ello a las comisiones 
respectivas de la cámara.  

Artículo 158. El Ejecutivo Federal especificará en los informes correspondiente al cuarto trimestre del ejercicio 
así como en la cuenta pública, la información de recaudación del ejercicio anterior, desagregando ingresos 
tributarios y no tributarios, y dentro de los primeros, la información sobre la recaudación del impuesto al valor 
agregado por tipo de bienes y la del impuesto sobre la renta e impuesto al valor agregado por entidades 
federativas, por estratos de ingreso, número de contribuyentes, personas físicas y morales, así como tasas 
efectivas de gravamen.  

Artículo 159. Las entidades a que se refiere la fracción III del artículo 6 de esta ley, proporcionarán a la 
Secretaría, con la periodicidad que ésta determine, la información presupuestal, contable, financiera y de otra 
índole que requiera, para la formulación de la cuenta anual de la hacienda pública federal.  

Los órganos competentes de las entidades previstas en las fracciones I, II y IV del artículo 6 de esta ley, 
remitirán oportunamente la información a que se refiere el párrafo anterior, al presidente de la república, para 
que éste ordene su incorporación a la cuenta anual de la hacienda pública federal.  

Artículo 160. La Cámara de Diputados podrá requerir a la Auditoria Superior de la Federación la práctica de 
visitas o de auditorias especificas con motivo de la revisión de la cuenta pública, del informe de avance de 
gestión financiera, las cuales deberán ejecutarse de inmediato y conforme a los procedimientos previstos para 
ello en la Ley de Fiscalización Superior de la Federación.  

Artículo 161. Para la revisión de la cuenta pública, la Cámara de Diputados se apoyará en la Auditoría Superior 
de la Federación. El informe que rinda ésta, respecto al examen que realice de la cuenta pública, será parte 
integrante del Decreto que en su oportunidad expida la Cámara de Diputados, el cual será emitido conforme a 
los procedimientos que establecen las normas que rigen su organización y funcionamiento.  

El Ejecutivo Federal atenderá las recomendaciones que se contengan en el Decreto de que se trata, informando 
de su cumplimiento a la Cámara de Diputados.  

Artículo 162. El Decreto de la Cámara de Diputados que contenga el resultado de la revisión de la cuenta 
pública, se enviará al Presidente de la República para el sólo efecto de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación.  

Título Sexto  
De la Información, Transparencia y Evaluación  



Capítulo I  
De la Información y Transparencia  

Artículo 163. Los ejecutores de gasto, en el manejo de los ingresos y gastos públicos federales, deberán 
observar las disposiciones establecidas en la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública 
Gubernamental.  

La información a que se refiere el Artículo 7, fracción IX, de la Ley citada en el párrafo anterior, se pondrá a 
disposición del público en los términos que establezca el Presupuesto y en la misma fecha en que se entreguen 
los informes trimestrales al Congreso de la Unión.  

Los ejecutores de gasto deberán remitir al Congreso de la Unión la información que éste les solicite en relación 
con los ingresos y gastos públicos federales, en los términos de las disposiciones generales aplicables.  

Artículo 164. El Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaría, entregará al Congreso de la Unión los 
informes trimestrales a más tardar 35 días naturales después de terminado el trimestre de que se trate, conforme 
a lo previsto en esta Ley.  

Los ejecutores de gasto serán responsables de remitir oportunamente a la Secretaría, la información que 
corresponda para la debida integración de los informes trimestrales, cuya metodología permitirá hacer 
comparaciones consistentes durante el ejercicio o entre varios ejercicios fiscales.  

Los informes trimestrales deberán contener, como mínimo, información con respecto a lo siguiente:  

I. La situación económica, incluyendo el análisis sobre la producción y el empleo; precios y salarios, y 
la evolución del sector financiero y externo;  

II. La situación de las finanzas públicas, con base en lo siguiente:  

a) Los principales indicadores de la postura fiscal, incluyendo información sobre los balances fiscales y, 
en su caso, déficit presupuestario;  

b) La evolución de los ingresos tributarios y no tributarios, especificando el desarrollo de los ingresos 
derivados del petróleo; el cumplimiento de las metas de recaudación, y el comportamiento de las 
participaciones federales para las entidades federativas conforme a lo previsto en el Artículo siguiente 
de esta Ley.  

Asimismo, deberán reportarse los juicios ganados y perdidos por el Gobierno Federal, el Instituto 
Mexicano del Seguro Social y el Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores, en 
materia fiscal; así como el monto que representan de los ingresos y el costo operativo que implica para 
las respectivas instituciones y en particular para el Servicio de Administración Tributaria. 
Adicionalmente, este informe incluirá una explicación de las disposiciones fiscales que causan 
inseguridad jurídica.  

Para los efectos del párrafo anterior, los tribunales competentes deberán facilitar a las instituciones antes 
citadas la información que ésta requiera;  

c) La evolución del gasto público, incluyendo el gasto programable y no programable; su ejecución 
conforme a las clasificaciones a que se refiere esta Ley; los principales resultados de los programas y 
proyectos, y las disponibilidades de recursos en fondos y fideicomisos no paraestatales;  

III. Los montos de endeudamiento interno neto, el canje o refinanciamiento de obligaciones del Erario 
Federal, en los términos de la Ley General de Deuda Pública, y el costo total de las emisiones de deuda 
interna y externa.  



La información sobre el costo total de las emisiones de deuda interna y externa deberá identificar por 
separado el pago de las comisiones y gastos inherentes a la emisión, de los del pago a efectuar por 
intereses. Estos deberán diferenciarse de la tasa de interés que se pagará por los empréstitos y bonos 
colocados. Asimismo, deberá informar sobre la tasa de interés o rendimiento que pagará cada emisión, 
el plazo, y el monto de la emisión, así como deberá reportarse la evolución de las garantías otorgadas 
por el Gobierno Federal.  

Adicionalmente, en dicho informe se incluirá un apartado que refiera las operaciones activas y pasivas 
del Instituto de Protección al Ahorro Bancario, así como de su posición financiera, incluyendo las 
relativas a la enajenación de bienes, colocación de valores y apoyos otorgados.  

De igual forma, incluirá un informe sobre el uso de recursos financieros de la banca de desarrollo y 
fondos de fomento para financiar al sector privado y social, detallando el balance de operación y el 
otorgamiento neto de créditos, así como sus fuentes de financiamiento, así como se reportará sobre las 
comisiones de compromiso pagadas por los créditos internos y externos contratados;  

IV. La evolución de los proyectos de infraestructura productiva de largo plazo, que incluya:  

a) Una contabilidad separada con el objeto de identificar los ingresos asociados a dichos proyectos;  

b) Los costos de los proyectos y las amortizaciones derivadas de los mismos;  

c) El análisis que permita conocer el monto, a valor presente, de la posición financiera del Gobierno 
Federal y las entidades con respecto a los proyectos de que se trate, y  

V. Los montos correspondientes a los requerimientos financieros del sector público, incluyendo su saldo 
histórico. 

Artículo 165. El Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaría, estará obligado a proporcionar información 
sobre la Situación Económica, las Finanzas Públicas y la Deuda Pública, al Congreso de la Unión en los 
términos siguientes:  

I. Informes mensuales sobre los montos de endeudamiento interno neto, el canje o refinanciamiento de 
obligaciones del Erario Federal, en los términos de la Ley General de Deuda Pública, y el costo total de 
las emisiones de deuda interna y externa. Dichos informes deberán presentarse a las comisiones 
competentes en materia de crédito público del Congreso de la Unión, a más tardar 35 días después de 
terminado el mes de que se trate;  

La Secretaría informará a la Cámara de Diputados, por conducto de la comisión competente en materia 
de hacienda pública, a más tardar 35 días después de concluido el mes, sobre la recaudación federal 
participable que sirvió de base para el cálculo del pago de las participaciones a las entidades federativas. 
La recaudación federal participable se calculará de acuerdo con lo previsto en la Ley de Coordinación 
Fiscal. La recaudación federal participable se comparará con la correspondiente al mismo mes del año 
previo;  

II. La Secretaría informará a la Cámara de Diputados, por conducto de la comisión competente en 
materia de hacienda pública, a más tardar 35 días después de concluido el mes, sobre el pago de las 
participaciones a las entidades federativas. Esta información deberá estar desagregada por tipo de fondo, 
de acuerdo con lo establecido en la Ley de Coordinación Fiscal, y por entidad federativa. El monto 
pagado de participaciones se comparará con el correspondiente al del mismo mes del año previo. La 
Secretaría deberá proporcionar la información a que se refiere este párrafo y la fracción anterior de este 
Artículo a las entidades federativas, a través del Comité de Vigilancia del Sistema de Participaciones en 
Ingresos Federales de la Comisión Permanente de Funcionarios Fiscales, a más tardar 35 días después 
de concluido el mes. Además, deberá publicarla en su página electrónica, y  



III. Los datos estadísticos y la información que la Secretaría tenga disponibles, incluyendo los rubros de 
información a que se refiere el Artículo anterior de esta Ley, que puedan contribuir a una mejor 
comprensión de la evolución de la recaudación, del endeudamiento y del gasto público, que los 
legisladores soliciten por conducto de las comisiones competentes. Dicha información deberá entregarse 
en forma impresa y en medios magnéticos en los términos que estas comisiones determinen. La 
Secretaría proporcionará dicha información en un plazo no mayor de 30 días naturales, contados a partir 
de la solicitud que se haga. 

La información que la Secretaría proporcione en los términos de este capítulo deberá ser completa y oportuna. 
En caso de incumplimiento procederán las responsabilidades que correspondan en términos de las disposiciones 
generales aplicables.  

Artículo 166. La Secretaría, la Función Pública y el Banco de México establecerán los lineamientos relativos al 
funcionamiento, organización y requerimientos del sistema integral de información de los ingresos y gasto 
público.  

Los servidores públicos de los ejecutores de gasto que, conforme al Reglamento, tengan acceso a la 
información de carácter reservado del sistema a que se refiere este Artículo estarán obligados a guardar estricta 
confidencialidad sobre la misma; en caso de que no observen lo anterior, les serán impuestas las sanciones que 
procedan en los términos de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, 
sin perjuicio de las sanciones previstas en esta Ley y las demás disposiciones generales aplicables.  

Artículo 167. La información de la cartera de programas y proyectos de inversión, así como la relativa a los 
análisis costo y beneficio, a que se refiere esta Ley, se pondrán a disposición del público en general a través de 
medios electrónicos, a excepción de aquélla que, por su carácter, la dependencia o entidad considere como 
reservada. En todo caso, se observarán las disposiciones contenidas en la Ley Federal de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública Gubernamental.  

Capítulo II  
De la Evaluación  

Artículo 168. La Secretaría realizará periódicamente la evaluación económica de los ingresos y egresos en 
función de los calendarios de presupuesto de las dependencias y entidades. Las metas de los programas 
aprobados serán analizadas y evaluadas por la Función Pública.  

Artículo 169. Las entidades previstas en las fracciones III y IV del artículo 6 de esta ley, proporcionarán a la 
Secretaría, la información que les solicite y le permitirán a su personal la práctica de visitas y auditorias, para la 
comprobación del cumplimiento de las obligaciones derivadas de esta ley y de las disposiciones expedidas con 
base en ella.  

Las visitas y auditorias a las entidades previstas en las fracciones I y II del artículo 6 de esta ley, para los 
efectos de este artículo, se realizarán por conducto de los órganos que determinen sus leyes orgánicas.  

Artículo 170. La Secretaría y la Función Pública, en el ámbito de sus respectivas competencias, verificarán 
periódicamente los resultados de recaudación y de ejecución de los programas y presupuestos de las 
dependencias y entidades, con base en el sistema de evaluación del desempeño, entre otros, para identificar la 
eficiencia, economía, eficacia, y la calidad en la Administración Pública Federal y el impacto social del 
ejercicio del gasto público, así como aplicar las medidas conducentes. Igual obligación y para los mismos fines, 
tendrán las dependencias, respecto de las entidades coordinadas.  

Los resultados a los que se refiere el párrafo anterior deberán ser considerados para efectos de la programación, 
presupuestación y ejercicio de los recursos.  

Título Séptimo  
De las Sanciones e Indemnizaciones  



Capítulo I  
De las Sanciones  

Artículo 171. Los actos u omisiones que impliquen el incumplimiento a los preceptos establecidos en la 
presente Ley, su Reglamento y demás disposiciones generales en la materia, serán sancionados de conformidad 
con lo previsto en la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, esta ley y 
demás disposiciones generales aplicables en términos del Título Cuarto de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos.  

Artículo 172. La Auditoría ejercerá las atribuciones que, conforme a la Ley de Fiscalización Superior de la 
Federación y las demás disposiciones generales aplicables, le correspondan en materia de responsabilidades.  

Artículo 173. Se sancionará en los términos de las disposiciones aplicables a los servidores públicos que 
incurran en alguno o más de los siguientes supuestos:  

I. Causen daño o perjuicio a la Hacienda Pública Federal o al patrimonio de cualquier ente autónomo o 
entidad;  

II. No cumplan con las disposiciones generales en materia de programación, presupuestación, ejercicio, 
control y evaluación del gasto público federal establecidas en esta Ley y su Reglamento;  

III. No lleven los registros presupuestarios y contables en la forma y términos que establece esta Ley;  

IV. Cuando por razón de la naturaleza de sus funciones tengan conocimiento de que puede resultar 
dañada la Hacienda Pública Federal o el patrimonio de cualquier ente autónomo o entidad y, estando 
dentro de sus atribuciones, no lo eviten o no lo informen a su superior jerárquico;  

V. Distraigan de su objeto dinero o valores, para usos propios o ajenos, si por razón de sus funciones los 
hubieren recibido en administración, depósito o por otra causa;  

VI. Incumplan con la obligación de proporcionar en tiempo y forma la información requerida por la 
Secretaría y la Función Pública, en el ámbito de sus respectivas competencias;  

VII. Incumplan con la obligación de proporcionar información al Congreso de la Unión;  

VIII. Infrinjan las disposiciones generales que emitan la Secretaría y la Función Pública, en el ámbito 
de sus respectivas atribuciones;  

IX. Omitir o alterar, dolosa y o culposamente, registros, actos o partes de ellos que tengan relevancia en 
la contabilidad de los recursos públicos;  

X. Alterar dolosa o culposamente los documentos que integran la contabilidad o cualquier otro que 
tenga relevancia en la información financiera, y  

XI. No tener o no conservar la documentación comprobatoria del patrimonio, de los ingresos o gastos de 
los ejecutores de gasto. 

Artículo 174. Se impondrá la sanción económica que corresponda conforme a la ley federal de 
responsabilidades administrativas de los servidores públicos e inhabilitación de 5 a 20 años, a quienes 
dolosamente realicen los actos u omisiones descritos en el artículo anterior, cuando los actos u omisiones 
tengan una significación o valor económico en la contabilidad mayor a dos mil días de salario mínimo general 
vigente en el Distrito Federal.  

Además de la sanción económica que corresponda, se impondrá inhabilitación de 6 meses a 2 años, cuando la 
significación o valor económico en la contabilidad fuere inferior a dos mil días de salario mínimo general 
vigente en el Distrito Federal.  



Cuando las conductas sean consecuencia de un acuerdo entre dos o más servidores públicos, o producto de 
acciones conjuntas entre ellos o en colaboración con otras personas, la inhabilitación no podrá ser inferior a 
cinco años.  

Artículo 175. Se impondrá la sanción económica que corresponda conforme a la ley federal de 
responsabilidades administrativas de los servidores públicos, la destitución del empleo o cargo a quienes 
culposamente realicen los actos u omisiones descritos en las fracciones I a VIII y XI del artículo 173 de esta 
ley, cuando los actos u omisiones tengan una significación o valor económico en la contabilidad mayor a cinco 
mil días de salario mínimo general vigente en el Distrito Federal.  

Cuando la significación o valor económico en la contabilidad fuere entre mil y cinco mil días de salario mínimo 
vigente en el distrito federal, además de la sanción económica, se impondrá suspensión de 3 a 6 meses, y para el 
caso de que la significación o valor económico en la contabilidad fuere inferior a mil días de salario mínimo 
general vigente en el distrito federal, la suspensión será hasta por tres meses.  

Artículo 176. Cuando los actos u omisiones culposos sancionables sean especialmente graves conforme a la ley 
de responsabilidades mencionada, además de la sanción económica que proceda conforme al artículo anterior, 
se impondrá la destitución.  

Para el caso de que el infractor hubiere realizado culposamente tres o más veces en un año cualquiera de los 
actos u omisiones descritos en el artículo 173 de esta ley, además de la sanción económica que proceda 
conforme al artículo anterior, se impondrá la inhabilitación de tres meses a dos años.  

Artículo 177. Las sanciones previstas en los artículos anteriores se aplicarán sin perjuicio de las sanciones 
penales o civiles que correspondan, igualmente serán independientes de las resoluciones o sentencias 
restitutorias que ordenen el pago de indemnizaciones o de daños o perjuicios.  

Artículo 178. En caso de la tentativa de realización de los actos u omisiones dolosos sancionables, señalados en 
este capítulo, se les aplicará la misma sanción que les correspondería de haberse consumado, con excepción de 
la económica, la que sólo se aplicaría en caso y por el monto de la significación o valor económico en la 
contabilidad del acto o hecho producido.  

Para efecto de determinación de significación o valor económico en la contabilidad de los actos imputados a 
una persona, podrán acumularse los montos relativos a cada uno de los actos demostrados que se les atribuyan, 
siempre que, no haya prescrito la acción para sancionarlos.  

Artículo 179. Se aplicará supletoriamente a las disposiciones del presente capítulo la Ley Federal de 
Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos y el Código Penal Federal, en el orden y materia 
que les corresponda.  

Capítulo II  
De las Indemnizaciones  

Artículo 180. Los servidores públicos y las personas físicas o morales que causen daño o perjuicio estimable en 
dinero a la Hacienda Pública Federal o al patrimonio de cualquier ente autónomo o entidad, incluyendo en su 
caso, los beneficios obtenidos indebidamente por actos u omisiones que les sean imputables, o por 
incumplimiento de obligaciones derivadas de esta Ley, serán responsables del pago de la indemnización 
correspondiente, en los términos de las disposiciones generales aplicables.  

Las responsabilidades se fincarán en primer término a quienes directamente hayan ejecutado los actos o 
incurran en las omisiones que las originaron y, subsidiariamente, a los que por la índole de sus funciones, hayan 
omitido la revisión o autorizado tales actos por causas que impliquen dolo, culpa o negligencia por parte de los 
mismos.  

Serán responsables solidarios con los servidores públicos respectivos, las personas físicas o morales en los 
casos en que hayan participado y originen una responsabilidad.  



Artículo 181. Las sanciones e indemnizaciones que se determinen conforme a las disposiciones de esta Ley 
tendrán el carácter de créditos fiscales y se fijarán en cantidad líquida, sujetándose al procedimiento de 
ejecución que establece la legislación aplicable.  

Artículo 182. Los ejecutores de gasto informarán a la autoridad administrativa competente cuando las 
infracciones a esta Ley impliquen la comisión de una conducta sancionada en los términos de la legislación 
penal.  

Artículo 183. Las sanciones e indemnizaciones a que se refiere esta Ley se impondrán y exigirán con 
independencia de las responsabilidades de carácter político, penal, administrativo o civil que, en su caso, 
lleguen a determinarse por las autoridades competentes.  

Transitorios  

Primero. La presente ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación.  

Segundo. Se abroga la Ley de Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público Federal y se derogan todas las 
disposiciones que se opongan a lo dispuesto en la presente ley.  

Tercero. El Ejecutivo federal, por conducto de la Secretaría, deberá realizar los ajustes necesarios a los 
sistemas y registros de contabilidad a que se refiere esta Ley, a más tardar durante el ejercicio fiscal de 2006.  

Artículo Segundo. Se expide el Decreto por el que se reforman los artículos 80 y 81 y se adiciona un apartado 
denominado "De los Decretos de Presupuesto de Egresos de la Federación y de Revisión de la Cuenta Pública", 
con el artículo 170 Bis, al Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos 
Mexicanos, para quedar como sigue:  

Artículo 80. A la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública de la Cámara de Diputados, integrada según el 
acuerdo de la Junta de Coordinación Política, serán turnados el Proyecto de Presupuesto de Egresos de la 
Federación del año próximo siguiente y la Cuenta Pública del anterior, que remita el Ejecutivo Federal.  

Artículo 81. La Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública de la Cámara de Diputados presentará los 
dictámenes correspondientes al Proyecto de Presupuesto de Egresos de la Federación y a la Revisión de la 
Cuenta Pública, de acuerdo a lo señalado en el artículos 170 Bis de este Reglamento.  

De los Decretos de Presupuesto de Egresos de la Federación y de Revisión de la Cuenta Pública  

Artículo 170 Bis. El Presidente de Mesa Directiva enviará a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública el 
Proyecto de Presupuesto de Egresos de la Federación, enviado por el Presidente de la República, tan luego 
como lo reciba, para la elaboración del Dictamen correspondiente.  

I. El Pleno de la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública, acordará:  

a) Los plazos de que dispondrán las comisiones de la Cámara de Diputados para formular 
propuestas vinculadas con el proyecto sujeto a dictamen;  

b) Los plazos de que dispondrán los diputados para formular propuestas vinculadas con el 
proyecto sujeto a dictamen;  

c) Los plazos de que dispondrán las entidades federativas y municipios para formular propuestas 
vinculadas con el proyecto sujeto a dictamen;  

d) Los requisitos que deberán observarse en el planteamiento de las propuestas a que se refieren 
los incisos anteriores;  



e) El mecanismo para la asistencia de los representantes de los Poderes Ejecutivo y Judicial y de 
los entes públicos federales, ante la Comisión Dictaminadora;  

f) Las reuniones de trabajo que podrán ser de carácter público y privado; y  

g) El plazo estimado para que la Mesa Directiva de la Comisión someta a la consideración de su 
Pleno el proyecto de Dictamen. 

II. La Comisión Dictaminadora podrá acordar la comparecencia, ante la misma, del Secretario de 
Hacienda y Crédito Público y de los Presidentes de las Cámaras de Senadores y de Diputados y de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación y de los titulares de los entes públicos federales y de aquellos 
servidores públicos que estime pertinente, a efecto de recibir la explicación correspondiente y la 
información complementaria que considere pertinente respecto del contenido del Proyecto de 
Presupuesto de Egresos remitido por el Ejecutivo Federal;  

III. En el caso de las modificaciones que se formulen al proyecto de presupuesto, que impliquen 
variaciones en asignación de gasto, denominación de programas, contenido de programas o 
determinación de nuevos programas, así como otras modificaciones, se establecerán los plazos 
suficientes para que el Ejecutivo Federal, los Poderes Legislativo y Judicial o los entes públicos 
federales, según corresponda, remitan a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública de la Cámara de 
Diputados, sus observaciones, justificaciones y propuestas de las adecuaciones correspondientes a las 
estructuras financieras y programáticas contenidas en los tomos remitidos con el proyecto de 
presupuesto.  

En el Dictamen se expresarán, de manera específica, las modificaciones incluidas al proyecto de 
presupuesto de egresos de la Federación, así como las razones y argumentos por las cuales fueron 
aceptadas;  

IV. El Dictamen será publicado en la gaceta Parlamentaria, a más tardar en las 24 horas previas a su 
discusión en el Pleno de la Cámara de Diputados.  

No podrán ser objeto de discusión, y por ende, de votación, en el Pleno de la Cámara, ninguna propuesta 
distinta de las contenidas en el Dictamen que no conste en voto particular y que no haya sido 
previamente presentada ante la Comisión Dictaminadora.  

El Dictamen se discutirá y aprobará en el Pleno de la Cámara de Diputados a más tardar en la sesión 
correspondiente al día 15 de noviembre del año previo al del ejercicio fiscal de que se trate.  

V. La Cámara de Diputados recibirá el informe de resultado de la revisión de la cuenta pública 
formulado por la Auditoría Superior de la Federación, a más tardar el día 31 de marzo del año siguiente 
al aquel en que se le hubiere entregado la cuenta pública, mismo que será turnado de inmediato a la 
Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública para que elabore el Dictamen correspondiente.  

VI. La Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública se instalará en sesión permanente para la elaboración 
del Dictamen de la Revisión de la Cuenta de la Hacienda Pública Federal correspondiente al año de que 
se trate, respectivo, a partir del día siguiente al de su recepción, pudiendo acordar:  

a) La comparecencia del titular de la Auditoría Superior de la Federación y de los funcionarios que éste 
estime pertinente, para que expliquen en detalle el contenido del informe;  

b) La comparecencia de titulares de órganos o unidades ejecutoras de gasto para desahogar puntos 
específicos relacionados con la cuenta pública rendida por el Ejecutivo Federal y aportar información 
adicional;  

El Dictamen de Revisión de la Cuenta Pública contendrá, como si en él se encontrara inscrito, el 
informe de revisión de la cuenta pública rendido por la Auditoria Superior de la Federación; contendrá 



además las conclusiones, observaciones y recomendaciones que estime pertinente realizar la Comisión 
Dictaminadora. Deberá contener asimismo, un resumen de los trabajos realizados por la Comisión 
Dictaminadora para la revisión de la cuenta pública, incluyendo los datos, información y 
comparecencias recibidos en su seno.  

VII. El Pleno de la Cámara de Diputados expedirá el Decreto de Revisión de la Cuenta Pública, a más 
tardar en la sesión correspondiente al día 28 de abril del año siguiente al del ejercicio que se informa.  

En el Decreto de Revisión de la Cuenta Pública se instruirá a la Auditoría Superior de la Federación, dar 
seguimiento al cumplimiento de las recomendaciones y observaciones establecidas en el mismo a los 
ejecutores de gasto, en adición del seguimiento de las observaciones y recomendaciones contenidas en 
el propio informe rendido por dicho órgano, y  

VIII. Los Decretos de Presupuesto de Egresos de la Federación y de Revisión de la Cuenta Pública, se 
enviarán al Ejecutivo Federal para el exclusivo efecto de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación y para la atención de las observaciones contenidas en este último. 

Transitorios  

Primero. Publíquese el presente Decreto en el Diario Oficial de la Federación.  

Segundo. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación.  

México, Distrito Federal, a 22 de febrero de 2005.  

Dip. Ángel Augusto Buendía Tirado (rúbrica)  


